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Heridos en el hospital civil de León. 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 


“La historia nos brinda el don de la retrospectiva; 
nuestra responsabilidad es usarlo para evitar los 
errores que ya conocemos.” 

Noam Chomsky 
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Preliminares 


a Gaceta del Poder Judicial de Guanajuato, en 
esta ocasión contiene 2 secciones: Criterios 
jurisdiccionales, Casos y cosas de derecho. 
La primera parte contiene las versiones oficiales 
de los criterios cuya invocación legal es citar la 
presente fuente. 

Mientras, los contenidos de los artículos, comentarios 
y Opiniones, vertidos en las subsecuentes porciones son 
exclusivamente responsabilidad de sus autores y no representan 
la postura oficial del Poder Judicial del Estado de Guanajuato. 

Se permite la copia o redistribución total o parcial de la 
presente obra con la condición de que se precise la fuente, el 
autor y la creación en el Poder Judicial del estado de Guanajuato. 


Declaraciones 


I. Todo artículo que se publique en la gaceta del Poder 
Judicial debe seguir la metodología propia que consta en el portal 
oficial de Investigaciones Jurídicas. 

II. Se asegura la publicación de réplicas científicas a los 
trabajos, siempre y cuando verse sobre el tema principal del texto 
replicado, la extensión sea de 15 páginas máximo y se satisfagan 
los requisitos metodológicos propios. 

II. La revista publicará artículos de autores invitados 
y de todo aquel interesado en difundir su opinión sobre temas 
relacionados con la ciencia jurídica, mismos que podrán 
enviar libremente al correo electrónico gilberto.martinon(W 
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poderjudicial-gto.gob.mx. Los trabajos enviados serán evaluados 
por el comité editorial de la revista, quien determinará si admite 
o niega la publicación. 

El envío del artículo implica la declaración formal del 
remitente de que es inédito y de su autoría; así mismo acepta 
ceder de manera irrevocable, los derechos de autor al Poder 
Judicial de Guanajuato. Del mismo modo asume, de manera 
individual, la responsabilidad de potenciales daños que su escrito 
pudiera causar, desligando a esta institución. 


QR para las reglas metodológicas 


“Recordar es resistir; no olvidar es construir 
un futuro donde los horrores del pasado sean 
impensables.” 

Julio Cortázar 
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Abreviaturas, latinismos, extranjerismos y siglas empleadas 
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Organización de las naciones 
unidas 


En varias partes 
páginas 


Suprema corte de justicia de la 
nación 


Ver 


Ver ampliamente 


Enero-Marzo 2024 | Año 6 | No. 1 


Gaceta Judicial 


de 


Conducción de los ataúdes por las calles. 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 


“La repetición de la historia es una advertencia, 
no un destino. Depende de nosotros aprender de 
nuestros errores y escribir un nuevo capítulo.” 
Simon Wiesenthal 
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Editorial 


Justicia perenne: 
Un retrato de los mártires del 2 de enero 


n universo donde las utopías resultan efímeras, 
el discurso que pinta un mundo mágicamente 
perfecto se desvanece en la irrealidad. Si bien, se 
debe aspirar a lo óptimo e incluso a lo idílico, se 
debe abordar este deseo con responsabilidad, tal 
como abogó Max Weber en su disertación sobre los peligros de 
la política guiada por la convicción y no por la responsabilidad. 

La responsabilidad política exige a aquellos investidos de 
poder una elevada estatura moral, razonabilidad suficiente y un 
conocimiento discernido. Estos, sin duda, son los presupuestos de 
responsabilidad, cuya ausencia no solo es grave, sino en algunos 
casos, francamente aterradora. 

Tal fue el caso del 2 de enero de 1946 en León Guanajuato 
México, cuando elementos armados de la policía y el ejército 
segaron las vidas de un grupo de manifestantes. 

Esta matanza, destinada a controlar a una multitud que 
clamaba contra la victoria electoral de Carlos Obregón, candidato 
de la oposición respaldado por la unión cívica leonesa (UCL), 
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se desplegó en un contexto donde el PRM, precursor del PRI, 
ostentaba el poder, con Manuel Ávila Camacho como presidente 
y Ernesto Hidalgo Ramírez como gobernador. Aunque la versión 
oficial proclama la victoria del Dr. Quiroz, algunos sostienen que 
Obregón triunfó con un margen considerable. La manifestación 
fue disuelta a balazos, cobrando la vida de 30 personas. 

Esta herida del pasado resuena como un eco incesante 
en el presente, un recordatorio de lo que no debe repetirse y, 
consecuentemente, no debe olvidarse. Por ende, la presente 
gaceta, imbuida en un deber histórico-social, lo tiene siempre 
presente. 

Conjuntamente, en un tributo al ayer, la primera sección 
reproduce los criterios del entonces llamado boletín del poder 
judicial número 1 de diciembre de 1979, con el propósito de que 
consten en versión digital y en una publicación actual para su 
fácil consulta. 

La segunda sección, focalizada en casos y cosas de derecho, 
presenta un artículo basado en un supuesto real sobre una relación 
homoparental secreta en la que falleció uno de los involucrados. 
Plantea preguntas intrigantes: ¿es una relación cuasiconcubinato?, 
¿cómo demostrar una relación que se pretendía mantener en 
secreto?, ¿afecta algún derecho la revelación pública de una 
relación homoparental que el difunto quiso ocultar en vida?. 

Simultáneamente, se presenta otro artículo que explora 
dos perspectivas de interpretación de normas jurídicas, una 
constitucional y otra legal, según sostiene un sector de la doctrina 
y diversos criterios jurisprudenciales, sin considerar que muchas 
veces el texto es prácticamente el mismo o una repetición del 
otro. ¿Son verdaderamente diferentes y necesitan una bifurcación 
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metodológica, o hay un error que demanda tratarlos de la misma 
manera en un monismo metodológico?. Lo que queda a la 
sagacidad del lector. 

En conclusión, se puede estar de acuerdo o no con las 
afirmaciones de los articulistas o incluso perder una elección, 
pero siempre se debe respetar. El pasado trágico obliga a 
un compromiso incesante por un futuro justo y una justicia 
perdurable, una máxima que impulsa esta gaceta con la que se 
inicia el año. 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


Titular de la unidad académica de investigaciones jurídicas 


“Aquello que no recordamos, estamos condenados a repetir.” 
George Santayana 


13 
Enero-Marzo 2024 | Año 6 | No. 1 


ta Judicial 


«a 


-— 
a s Y 


Personas averiguando si sus familiares 
estaban en el hospital civil. 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 


“La memoria histórica es un deber moral; el olvido 
selectivo, un lujo que no podemos permitirnos si 
aspiramos a un mundo más humano.” 
Javier Cercas 
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Primera sección 


Criterios delfpoder judicial del 
estado¡de Guanajuato 


Los criterios aquí insertos se publicaron originalmente en el boletín 
del supremo tribunal de justicia del estado de Guanajuato. Diciembre 
1979. No. 1 
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Personas averiguando si sus familiares 
estaban en el hospital civil. 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 


“Aprender de la historia significa reconocer que hay 
sucesos que no deben ser olvidados, para que las 
generaciones venideras no vuelvan a padecerlos.” 

Howard Zinn 
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Resoluciones de Sala 


Auto de formal prisión, necesidad de analizar 
en éste las modalidades de la conducta 
típica. Primera Sala Penal. Toca número 
39/979. Magistrado: Miguel Valadez Reyes. 


o basta con acreditar que la conducta desplegada 
por un inculpado encuadra formalmente dentro 
de alguna de las figuras criminosas creadas por el 
legislador para resolver en forma correcta cuál es 
su situación real frente a las normas penales, porque 
ello no demuestra la existencia del delito, sino tan solo la de uno de 
sus elementos, esto es, el relativo a la tipicidad. Es menester, para 
la integración del delito, además de otras características, acreditar 
que existe entre el agente y el hecho típico una relación síquica, 
pues sin este requisito no sería jurídicamente posible emitir en 
contra del activo un juicio de reproche, del que el vínculo en 
mención es soporte necesario. Por otra parte, acreditado que esté 
ese, llamado por algunos doctrinistas elemento sicológico del 
delito, necesario es también determinar su naturaleza, dado que el 
mismo no siempre tiene idéntico contenido, por ser claro que la 
actitud anímica del actor frente a su propio acto no reviste en todos 
los casos las mismas características, aún cuando la expresión de 
aquéllos ha de encontrarse en las específicas circunstancias en 
que se consumaron los hechos, en los que se refleja la actitud 
del acusado al realizarlos, haciéndose lo anterior indispensable, 
porque el juicio de reproche, en cuanto a su magnitud, depende 
precisamente de la forma de culpabilidad, admitiéndose por el 
Código Penal vigente en la época de los hechos que la misma 
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puede tener carácter de dolosa o culposa y que se estará frente a 
esta última cuando el daño se hubiere ocasionado por imprevisión, 
negligencia, impericia, falta de reflexión o de cuidado, de donde 
se sigue que se obra culposamente siempre que el agente causa 
un daño que en ningún momento ha querido, pero que se produce 
porque no observó el cuidado que, según las circunstancias, sus 
conocimientos y condiciones personales, debía y podía observar, 
y que en consecuencia de ello no ha previsto el resultado que 
hubiera podido prever, aplicando el cuidado que su deber le 
imponía, en cuyo caso se integra la que técnicamente se conoce 
como culpa inconsciente; o bien, ha considerado como posible 
la producción del resultado típico, pero ha confiado en que no 
se producirá, lo que integra la llamada culpa consciente. Se hace 
necesario establecer luego las modalidades mencionadas porque, 
si al que causa un daño típico por culpa ha de sancionarse con 
pena de 3 días a 5 años de prisión, según el artículo 56 de la 
legislación punitiva vigente al momento de los hechos, la 
prescripción posiblemente haya producido ya sus efectos, 
dándose el imperativo para el Juzgador de declarar que la acción 
intentada ha prescrito. 

Cabe aclarar que el criterio aquí sustentado no contraría las 
opiniones doctrinales y jurisprudenciales, que sostienen que en 
cuanto al término de la prescripción de la acción persecutoria, la 
ley alude al término medio aritmético de la pena, pero no de la 
relativa a la individualización judicial, sino la concerniente a la 
individualización legal, esto es, la que corresponde a las entidades 
delictivas consumadas, pero sin modalidades, porque no se han 
estimado en la especie características especiales complementarias 
del tipo penal que lo hicieran agravado o privilegiado, que es 
precisamente en lo que consisten las modalidades, sino que, cosa 
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del todo contrario, se ha precisado la especial naturaleza que 
reviste el vínculo sicológico entre el delincuente y su propio acto, 
que se traduce no en fijas las modalidades que reviste la conducta 
típica, sino en determinar la forma de culpabilidad. 
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Víctima de los hechos 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 


“Los errores del pasado deben convertirse en 
lecciones para el futuro; la memoria es el faro que 
ilumina el camino hacia un mundo más justo.” 
Nelson Mandela 
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Dolo condicional. Segunda Sala Penal 
Toca número 77 /76. Magistrado: 
Mariano González Leal. 


os encontramos en presencia de una situación 
específica de dolo, subclasificable dentro de la 
agravante genérica de premeditación a la que 
la doctrina italiana, encabezada por Francesco 
Antolisei, define como “dolo condicional”, 
en aquellas ocasiones en las cuales el sujeto activo prevé la 
posibilidad de la acción letal, pero no rehuye su realización, sino 
que conscientemente acepta la posibilidad de transformarse en 
realizador de la conducta típica. 

Este es el caso de la acusada, que se aprovisiona portando 
en su brassiere un cuchillo antes de dirigirse en busca de la rival, 
a quien, dado el caso, privará de la vida. Hay en la mente de la 
acusada la previsión de la posibilidad de matar, a fin de lo cual 
lleva consigo el arma idónea para el efecto, pero, lejos de evitar la 
ocasión de matarla, la busca, dirigiéndose al sitio donde sabe que 
la encontrará; y, encontrándola, lleva a cabo el designio motor 
de su conducta. Integran la premeditación, la determinación de 
la acusada de acabar de una vez con el asunto, llegando, si fuere 
preciso, a dar muerte a la víctima; la persistencia en la resolución 
criminal; la elección de medios, tiempo y lugar para realizarlos, y 
la exteriorización del propósito delictivo. 

Se acepta generalmente por la doctrina la afirmación de 
Mezger en el sentido de que es necesaria la conciencia del injusto 
proceder para que exista el dolo: es decir el elemento subjetivo 
de la conducta típica. Las anteriores concepciones doctrinarias 
vienen incorporadas a nuestra legislación. 
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Víctima de los hechos 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 


“Recordar es volver a vivir, pero también es la 
clave para evitar la repetición de las tragedias que 
marcaron nuestro pasado.” 

Milan Kundera 
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Reparación de daño, necesidad de resolver 
en la sentencia. Tercera Sala Penal. 
Toca número 227 /979, Magistrado: 

Gilberto Martiñón Moreno. 


e agravia al acusado en cuanto se dejan a salvo 
los derechos de la reparación del daño, toda 
vez que el artículo 61 del Código Penal en vigor 
¡| dispone: “La reparación del daño será fijada por 
los jueces atendiendo a los elementos obtenidos 
en el proceso”. Acorde con lo anterior, únicamente durante la 
secuela procesal pueden ofrecerse las pruebas necesarias para 
la realización del daño y necesariamente en la sentencia el juez 
debe resolver sobre el particular. 

Apoya nuestro criterio la jurisprudencia visible en la página 
516 del Apéndice del Semanario Judicial de la Federación de 
1917-1965 que dice: “Reparación del daño, precisión del monto. 
En toda sentencia condenatoria el Juzgador debe resolver sobre 
la reparación del daño, ya sea absolviéndolo o condenándolo 
a pagar cantidad precisa y no dejar a salvo los derechos del 
ofendido ni aplazar la determinación del monto a incidente o 
resolución posterior”. 
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Víctima de los hechos 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 


“Recordar es volver a vivir, pero también es la 
clave para evitar la repetición de las tragedias que 
marcaron nuestro pasado.” 

Milan Kundera 
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Fraude en la Ley de Fraccionamientos. 
Cuarta Sala Penal. Toca número 54/979, 
Magistrado: Enrique Bravo Padilla. 


e encuentra comprobado plenamente el cuerpo 
del delito de fraude, tipificado por el artículo 329 
fracción II del Código Penal en vigor, cuando 
se enajena a título oneroso lotes de terreno, con 
conocimiento de que no podía disponer de ellos, 
por no ser propios ni de poderdante alguno. A su vez, el ilícito 
establecido en los artículos 93 y 49 de la Ley de Fraccionamientos 
del Estado no se encuentra comprobado, toda vez que, al 
momento de suceder los hechos materia del proceso, la misma 
conducta no puede ser sancionada bajo dos aspectos; criterio 
que acoge nuestro actual Código Penal en el artículo 32 fracción 
VI y, por otra parte, aunque la Ley de Fraccionamientos no lo 
expresa concretamente, la recta interpretación de los artículos 
49 y 93 de la Ley de Fracionamientos (sic) para el Estado de 
Guanajuato, permite precisar que la intención del legislador fue 
sancionar creando un delito formal en caso de fraccionadores 
que, teniendo carácter de propietarios, vendieron lotes sin llenar 
antes los requisitos administrativos que la ley establece; así se 
desprende de la lectura cuidadosa de los preceptos señalados que 
tienen como supuesto el que el fraccionador sea el propietario 
del inmueble. En la especie, el delito de fraude cuyo cuerpo 
se tuvo por comprobado por coincidir con la figura delictiva 
descrita en el artículo 329 fracción II del Código Penal, parte del 
supuesto contrario, o sea, que el acusado vendió lotes que eran de 
propiedad ajena, determinada judicialmente. 
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Víctima de los hechos 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 


“La historia enseña que la historia no enseña nada, a 
menos que estemos dispuestos a aprender de ella y 
evitar la repetición de errores pasados.” 

Isaac Asimov 
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Excusa. calificación de. Primera 
Sala Civil. Toca número 184/9709. 
Magistrado: Juan Jorge Zamora. 


| 1 la excusa planteada tiene como fundamento 
la fracción IV del Artículo 41 del Código de 
| Procedimientos Civiles, de acuerdo al artículo 46 
Í| del mismo Código, la Sala carece de facultades 
para calificar la citada excusa, por lo que se ordena 
devolver los autos originales al Juzgado de su origen, para que 
éste, en los términos de la Ley Orgánica del Poder Judicial del 
Estado, remita lo actuado ante el Juez que corresponda. 
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Testigos presenciales de los hechos. 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 
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Prescripción adquisitiva de los derechos 
de uso y habitación. Segunda Sala Civil. 
Toca número 229 /978. Magistrado: 
Carlos Mario Téllez Guzmán. 


anto el uso como la habitación, constituyen 
derechos reales susceptibles de poseerse por los 
particulares y a ambas instituciones jurídicas les es 
aplicable la reglamentación destinada al usufructo 
según el artículo 1150 del Código Civil local. 
Como el numeral 1078 de la misma ley sustantiva establece 
que el usufructo puede constituirse por prescripción, también el 
uso O la habitación podrá constituirse por este medio. Como el 
Código Civil que nos rige no' establece por separado el término 
que deberá transcurrir para la prescripción adquisitiva de estos 
derechos reales, deberán aplicárseles las normas establecidas 
para la prescripción adquisitiva de la propiedad, que también es 
un derecho real. De acuerdo con este razonamiento, los lapsos 
para adquirir por el solo transcurso del tiempo los derechos reales 
de referencia, serán los que señalan los artículos 124 7 y 1248 
del citado Código Civil. Ello significa que si se acredita el acto 
jurídico adquisitivo del derecho real de uso o habitación, éstos 
pueden adquirirse en 5 años si se tiene buena fe o en 10 con mala 
fe; y que se requiere el transcurso de 20 años cuando se carece de 
justo título. 


1 Texto ajustado conforme a la fe de erratas inserta en el primer tomo del Boletín del 
Poder Judicial 
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Miembros de la junta de administración civil 
encabezan el cortejo fúnebre. 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 

Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 
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Tesis de Pleno 


Acuerdos correspondientes a la sesión 
del día 18 de octube de 1979. 


1.-El Pleno toma conocimiento de los casos de discrepancia que 
se han dado en la interpretación de las disposiciones del Código 
de Procedimientos Civiles sobre el día a partir del cual corren 
los términos. Discutido el punto el Pleno opina con fundamento 
en la fracción XVI del Artículo 20 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial que ninguna notificación es completa hasta que no ha 
surtido efectos y que debe estarse siempre a la regla general 
del artículo 330 del Código mencionado, de suerte que todo 
término empieza a correr hasta el día siguiente de aquél en que 
surte efectos la notificación, estimándose que tal criterio debe 
prevalecer aún en los casos de disposiciones respecto de las 
cuales se ha supuesto en varios casos, sin suficientes razones, que 
establecen variaciones a esa regla como pudiera ser el contenido 
del artículo 246 y otros. 

En relación con el mismo tema el Pleno acuerda con apoyo 
en las disposiciones de la Ley Orgánica invocada, que cuando las 
promociones se envíen al Tribunal por correo oficial, para efectos 
de cómputo se tomará en cuenta la fecha fehaciente y comprobada 
del depósito, según las certificaciones, sellos y constancias del 
propio correo. 

2.-El Pleno toma conocimiento de casos de discrepancia 
sobre la interpretación del artículo 2503 del Código Civil que 
manda sobreseer todo procedimiento de apremio inmediatamente 
que conste en autos, por manifestación auténtica del Registro 
de la Propiedad, que los bienes o derechos de que se trate están 
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inscritos a favor de persona distinta de aquélla contra la cual se 
decretó el embargo o se siguió el procedimiento. En ocasiones se 
ha considerado que hasta la presentación de la constancia para, 
sin más trámite, sobreseer; en otras se ha considerado necesario 
escuchar incidentalmente a las partes. Analizado este problema, el 
Pleno considera: El artículo 2503 del Código Civil de Guanajuato 
es una transcripción literal de la segunda parte del Artículo 3008 
del Código Civil del Distrito Federal. No cabe duda de que este 
texto es confuso, pues habla de sobreseer todo procedimiento 
de apremio no solamente cuando este procedimiento se está 
llevando a cabo, como vía específica prevista en el Capítulo 
V, Sección I del Título Séptimo, artículo 500 y siguientes del 
Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal, sino 
también en juicio ejecutivo y embargo precautorio, que no pueden 
identificarse con la vía de apremio, ya que ésta solo tiene lugar 
en caso de que haya sentencia ejecutoriada o convenio elevado a 
tal categoría. Resulta, pues, difícil aplicar el sobreseimiento de la 
vía de apremio si el embargo precautorio y el juicio ejecutivo son 
procedimientos diferentes, según el propio Código. 

Tales dificultades de interpretación se agravan al tratar de 
coordinar ese mismo texto con nuestro Código de Procedimientos 
Civiles, el cual se aparta en forma notable de muchos de los 
complicados sistemas del que rige en el Distrito Federal. Nuestro 
Código considera medios de apremio los establecidos en el 
artículo 60, que nada tienen que ver con ejecución. Empero, 
como a toda disposición debe buscársele su utilidad y razón de 
ser, puede admitirse que el artículo 2503 del Código Civil alude 
al sobreseimiento para los casos de embargos precautorios, de 
embargos en juicios ejecutivos civiles y ejecución de sentencias 
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o convenios. Debe quedar bien establecido que en ninguna de 
estas situaciones el sobreseimiento se extiende al juicio, como 
a veces se ha interpretado, sino solamente a la ejecución misma. 

La solicitud de sobreseimiento que no forma parte de la litis 
principal, exige que el Juez oiga a todas las partes interesadas 
para no actuar inconstitucionalmente y por lo tanto ventilar la 
cuestión en forma incidental conforme al Título Segundo del 
Libro Segundo del Código de Procedimientos Civiles. Cabe 
agregar que el Artículo 2503 que se ha venido comentando no 
puede considerarse supletorio del Código de Comercio y que su 
aplicación en juicios ejecutivos mercantiles sería un error. 

3.-El Pleno toma conocimiento del problema de carácter 
procesal a que han dado lugar las prevenciones de los artículos 
122 y 123 del Código Penal actualmente en vigor. 

El primero de esos preceptos estatuye que la acción penal 
prescribirá? en un lapso igual al término medio aritmético de la 
pena privativa de libertad que corresponda al delito de que se 
trate, pero que en ningún caso será menor de tres años; en tanto 
que la segunda de las disposiciones aludidas, que se refiere a 
una novedosa y especial forma de prescripción, señala que si el 
acusado hubiere estado sustraído a la acción de la autoridad por 
un lapso cuando menos igual al de la pena que se le imponga en 
l a sentencia, la acción penal se declarará prescrita en la misma 
resolución. 

Como, de otro lado, hay ilícitos que tienen asignada una 
sanción corporal cuyo máximo es inferior a tres años, en cuyo 
supuesto resultaría ocioso e inútil instruir proceso al acusado 
cuando este se haya sustraído a la acción de la autoridad por 


2 Texto ajustado conforme a la fe de erratas inserta en el primer tomo del Boletín del 
Poder Judicial 
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un plazo igual o superior al de esa pena máxima, para el solo 
efecto de declarar en la sentencia prescrita la acción, el Pleno 
acuerda que cuando se esté en tal hipótesis y en cuanto al juez del 
conocimiento la advierta, se dicte un acuerdo por el que determine 
el sobreseimiento del proceso, motivado por la aparición de una 
causa que origina la prescripción de la acción penal y, por ende, 
la extinción de la responsabilidad. 
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Letras de cambio o pagarés con 
vencimiento anticipado.- Sesión de Pleno 
del día 7 de diciembre de 1979, 


e ha venido observando que los juicios ejecutivos 
mercantiles suelen promoverse con apoyo en letras 
de cambio o pagarés cuya exigibilidad no concuerda 
con la consignación literal de vencimiento, 
habiendo surgido, al analizarse los diversos 
factores que concurren en tales casos, criterios no coincidentes 
en aspectos de la mayor importancia, como el relativo a si 
tales documentos son o no títulos de crédito generadores, en lo 
procesal, de la vía ejecutiva. 

La mayoría de estas demandas, muy abundantes en nuestros 
principales partidos judiciales, provienen de casas comerciales 
que utilizan el título de crédito como garantía de pago por ventas 
al fiado y que aprovechan el contrato causal para la imposición 
de prestaciones no siempre aparentes pero excesivas en perjuicio 
de las class (sic) económicamente más débiles que son las más 
urgidas de crédito, de tal suerte que la compraventa ya no es* 
para el comerciante la finalidad principal de su actividad, sino 
el aplazamiento en el pago, tras de lo cual se oculta en no pocos 
casos una conducta similar a la del prestamista. 

Se hace, pues, indispensable, analiza los criterios arriba 
mencionados a fin de que la administación (sic) de justicia no 
incurra en prácticas que puedan significar una contribución o 
respaldo a aquellas conductas. 


3 Texto ajustado conforme a la fe de erratas inserta en el primer tomo del Boletín del 
Poder Judicial 
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Por lo que ve a las letras de cambio y pagarés seriados 
respecto de los cuales se conviene un vencimiento anticipado al 
que se consigna en el documento en virtud de no haberse cubierto 
oportuna mente el valor de otro u otros anteriores, el Pleno 
considera que si esta estipulación constase en el dosumento (sic) 
mismo automáticamente pierde su carácter cambiario por estar 
sujeto a condición y contradecir la fracción Il del artículo 76, así 
como la II del 170 de la Ley General de Títulos y Operaciones 
de Crédito; en caso de que la estipulación constare fuera del 
documento, huelga decir que por ningún motivo procede 
despachar la ejecución si no está realmente vencido conforme a 
su literalidad. 

En caso de documentos con vencimiento a día fijo pero 
liquidables en abonos estipulados en su contexto -cosa que 
suele hacerse principalmente en los pagarés- la existencia de 
la condición prohibida por la fracción II del articulo 170 antes 
mencionado, también aparece como evidente pues el nacimiento 
de la obligación del pago total o del saldo se hace depender de 
circunstancias aleatorias, tal como lo es el cumplimiento o no en 
la liquidación de los abonos. 

Contra estas razones se ha argumentado que la estipulación 
de abonos en el texto del pagaré equivale al concepto de 
“vencimientos sucesivos”, los cuales por no estar autorizados 
en el artículo 79 de la LTOC, aplicable al pagaré según el 
174, equivalen a un vencimiento a la vista. Tal argumentación 
es del todo desechable pues resultaría incomprensible que 
al mismo tiempo que se define el pagaré como una promesa 
de pago incondicional, so pretexto de usarse una forma de 
vencimiento no autorizada, el pago a la vista viniese a anular esa 
incondicionalidad. Evidentemente los vencimientos sucesivos 
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no aluden a pagos en abonos de cuyo incumplimiento resultaría 
la exigibilidad del saldo, sino a prácticas comerciales ya poco 
usadas de establecer opciones de pago diferidas y continuadas, 
lo que afectaba seriamente la naturaleza de los títulos de crédito 
Por otra parte estos documentos no pueden estimarse pagaderos 
a la vista ya que se determina en ellos una fecha de vencimiento 
por su valor total, lo que al mismo tiempo los hace ininteligibles, 
pues una de dos, o no se establece pago en abonos (que para 
algunos equivaldría a “vencimientos sucesivos”) en cuyo caso no 
es posible fijar término de pago único y total, o se estipula este 
último, en la cual hipótesis las exhibiciones parciales carecen de 
sentido, por tener cada una de ellas su propio término. 

Resueltamente la expresión “vencimientos sucesivos”, no 
puede significar una excepción a la incondicionalidad del artículo 
170 de la Ley de la materia y por lo tanto es indebido considerar 
que los documentos de que se viene hablando, conserven su 
carácter de títulos de crédito ni que puedan servir de base para 
despachos de ejecución. 


37 
Enero-Marzo 2024 | Año 6 | No. 1 


Gaceta Judicial 


Mujeres llorando a las víctimas. 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 


En la página siguiente: Los ataúdes de los 
muertos en procesión, en el mismo lugar 
donde habían sido asesinados. 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 


38 
Enero-Marzo 2024 | Año 6 | No. 1 


Segundalsección 
Casosyicosasidelderecho 


39 


ZO ZUZ4 


| 


27] 
"a 
== 


Enero-Ñ 


Gaceta Judicial 


Tropas acuarteladas en León. 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 
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Los derechos del concubinario supérstite 
homoparental y la seguridad social 


Resumen: La finalidad del presente trazado, es analizar la 
situación de hecho conocida como concubinato homoparental, 
específicamente el supérstite y sus derechos humanos en materia 
de seguridad social. 


Palabras clave: Concubinato. Homosexual. Supérstite. Seguridad 
social. Derechos humanos. 


Abstract: The objective of this work is to analyze the factual situation 
known as homoparental concubinage, specifically the survivor and 
his human rights in matters of social security. 


Keywords: Concubine. Homoparental. Survivor. Social security. 
Human rights. 
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Familiares lloran a los difuntos.. 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 
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uego de 30 años de convivencia con Carmelo 
como pareja, fallece Anastasio por complicaciones 
relacionadas con el virus SARS-CoV-2, el 2 
de agosto de 2020. Ambos vivían en un mismo 
domicilio y hacían vida en común como pareja, tanto 
en lo público como en lo privado. Anastasio era profesionista e 
impartía cátedra en una universidad pública; Carmelo es estilista, 
pero sin medios propios para subsistir, ya que el proveedor de 
ambos siempre fue Anastasio. Luego de tan lamentable suceso, 
Carmelo se vio afectado al no contar con ingresos suficientes 
para su subsistencia. Anastasio, al ser docente en la universidad, 
contaba con las prestaciones de ley, incluido el régimen de 
seguridad social proveído por el instituto de seguridad social del 
estado de Guanajuato." 


id Situación basada en hechos reales, pero los nombres de los involucrados, así como 
sus trabajos, fueron alterados para proteger la intimidad de las personas. 
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Camión con el cual aparentemente sacaron 
cadáveres del palacio municipal, los cuales al final no 
fueron contados entre las víctimas oficiales. 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 
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I. Panorama general 


ucho se ha hablado de los derechos humanos 
como pilares fundamentales del sistema jurídico 
mexicano, entendidos éstos como facultades 
inherentes al ser humano, por el solo hecho de 
serlo; con las características de ser universales, 
indivisibles, absolutos, imprescriptibles, inalienables, 
irreversibles y progresivos. A su vez, tienen como base el 
concepto de dignidad humana, la libertad y la igualdad, entre 
otras; en un sinfín de dimensiones: política, económica, civil, 
cultural, social, etc. 

Estos derechos fueron previamente reconocidos en diversos 
instrumentos internacionales, como la declaración sobre de los 
derechos del hombre y del ciudadano (París 1789) y la declaración 
universal de derechos humanos (1948), la cual los proclamó como 
un ideal común para todos los pueblos y naciones. Al respecto, 
conviene recordar el contenido de los artículos 7, 16, 22 y 25 de 
dicha declaración: * 


“(...) Artículo 7. Todos son iguales ante la ley y tienen, sin 
distinción, derecho a igual protección de la ley. 

Artículo 16. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad 
núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por motivos 
de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una 
familia, y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al 
matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución 
del matrimonio. 


1 Organización de las naciones unidas: Declaración universal de los derechos 
humanos. Recurso digital disponible en https://www.un.org/es/about-us/universal- 
declaration-of-human-rights consultado el 23 de agosto de 2021. 
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Artículo 22. Toda persona, como miembro de la sociedad, 
tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante 
el esfuerzo nacional y la cooperación internacional y 
en conformidad con la organización y los recursos de 
cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, 
sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre 
desarrollo de su personalidad. 

Artículo 25. 1. Toda persona tiene derecho a un nivel 
de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, 
la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el 
vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios 
sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros 
en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez 
y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por 
circunstancias independientes de su voluntad (...).” 


Existen otros documentos internacionales que han tenido 
como fin la salvaguarda de derechos civiles, que establecen 
incluso mecanismos para su protección y garantía, por ejemplo, 
el pacto internacional de derechos civiles y políticos, adoptado 
por la asamblea general de las naciones unidas mediante la 
resolución 2200 A (XXD), de 16 de diciembre de 1966, que entró 
en vigor el 23 de marzo de 1976 y ha sido ratificado por 167 
estados, entre ellos México. 

En dicho pacto, se consagra a la familia como elemento 
fundamental de la sociedad, reconociéndose el derecho a su 
protección por parte del estado (artículo 23 numeral 1.). Se 
reconoce también el derecho del hombre y la mujer a contraer 
matrimonio y a fundar una familia si tienen edad para ello 
(Artículo 23 numeral 2.) Contrario a lo que pudiera pensarse, 
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tal parece que al positivizar estos derechos, no se pensó en 
familias homoparentales, o incluso en la existencia de familias 
monoparentales, como sucede en muchos casos.? 

Aunado a lo anterior, la convención americana sobre 
derechos humanos, conocida como pacto de San José, celebrada 
en noviembre de 1969, establece en su artículo primero el 
compromiso de los estados parte a respetar los derechos y 
libertades reconocidos en ella, y a garantizar su libre y pleno 
ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin 
discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición social. En esencia, establece que persona, es todo 
ser humano.* 

Declara la igualdad ante la ley y el derecho a su protección, 
sin discriminación (artículo 24). Identifica a la familia como 
elemento natural y fundamental de la sociedad, y como 
institución objeto de protección de la propia sociedad y del 
estado. Además, estipula el derecho del hombre y la mujer a 
contraer matrimonio, y a fundar una familia si tienen la edad y 
las condiciones requeridas para ello por las leyes internas, en la 
medida en que éstas no afecten el principio de no discriminación 
establecido en la citada convención,. Aunado a lo anterior, el 


2 Oficina del alto comisionado de las naciones unidas: Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, Resolución 2200 A (XXI) de 16 de diciembre de 1966, adoptada 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas. Recurso digital disponible en 
https://www.ohchr.org/sites/default/files/ccpr_SP.pdaf consultado el 16 de enero de 
2024. 


3 Organización de estados americanos: Convención americana sobre derechos 
humanos (Pacto de San José). Recurso digital disponible en https://www.oas.org/ 


dil/esp/tratados_b-32_convencion_americana_sobre_derechos_humanos.htm. 
Consultado el 23 de agosto de 2021. 
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pacto impone a los estados parte, la obligación de tomar medidas 
apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y la adecuada 
equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al 
matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del 
mismo (Artículo 17 CADH).* 


4 Organización de estados americanos: Convención americana sobre derechos 
humanos (Pacto de San José). Recurso digital disponible en https://www.oas.org/ 
dil/esp/tratados_b-32_convencion_americana_sobre_derechos_humanos.htm. 
Consultado el 23 de agosto de 2021. 
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H. Declaración de principios de Yogyakarta 


n noviembre de 2006 se concreta un documento de 
vital importancia para nuestro objeto de estudio: 
la declaración de principios de Yogyakarta, 
firmada por varios países miembros de la ONU 
en Indonesia. El contenido del documento versa 
primordialmente sobre derechos expresamente reconocidos a las 
personas, con independencia de su orientación sexual o identidad 
de género.* 

Esta declaración de principios fue presentada como una 
carta global para los derechos de las personas que forman parte 
del colectivo LGBT el 26 de marzo de 2007, ante el consejo de 
derechos humanos de las naciones unidas en Ginebra. Pese a que 
no ha sido adoptada por los estados en un tratado, y por lo tanto 
no constituyen, por sí mismos, un instrumento vinculante del 
derecho internacional de los derechos humanos, sus redactores 
pretenden que estos principios sean acogidos como una norma 
o estándar jurídico internacional obligatorio en materia de 
protección a los derechos humanos, específicamente en el tema 
de orientación sexual e identidad de género. 

Estos principios, en su numeral 24, establecen de forma clara 
y contundente el derecho a formar una familia, con independencia 
de su orientación sexual o identidad de género. Reconoce 
expresamente que existen diversas configuraciones de familias, 


5 Dicho documento fue suscrito por Louise Arbour, ex alta comisionada de las naciones 
unidas para los derechos humanos, por 16 expertos en derecho internacional de los 
derechos humanos, miembros de la comisión internacional de juristas, académicos 
y activistas de diversos países entre los cuales se encuentran Reino Unido, China, 
Austria, Estados Unidos, Argentina y otros. 
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y que ninguna puede ser sometida a discriminación basada en 
la orientación sexual o identidad de género de cualquiera de sus 
integrantes.' 

Esta declaración impone la obligación de adoptar todas las 
medidas legislativas, administrativas y de cualquier otra índole 
que sean necesarias, a fin de asegurar el derecho a formar una 
familia, incluso a través del acceso a adopción o a reproducción 
asistida. Establece además en aquellos estados que reconocen los 
matrimonios, las uniones registradas entre personas de un mismo 
sexo, O las relaciones de concubinato, otorguen los mismos 
derechos, con la misma disponibilidad, y en un plano de igualdad, 
que los que son otorgados a las personas de sexo diferente 
que estén casadas o unidas en cualquiera de las modalidades 
reconocidas.” 

Además, reconoce que todas las personas tienen derecho a 
la seguridad social y a otras medidas de protección social, sin 
discriminación por motivos de orientación sexual o identidad de 
género, e impone a los estados parte la obligación de adoptar todas 
las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean 
necesarias a fin de asegurar el acceso, en igualdad de condiciones 
y sin discriminación por motivos de orientación sexual o identidad 
de género, a la seguridad social y a otras medidas de protección 


6 Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados: Principios de 
Yogyakarta: Principios sobre la aplicación de la legislación internacional de derechos 
humanos en relación con la orientación sexual y la identidad de género. Recurso 
digital disponible en https://www.refworld.org.es/docid/48244e9f2.html consultado el 
16 de enero de 2024. 


7 Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados: Principios de 
Yogyakarta: Principios sobre la aplicación de la legislación internacional de derechos 
humanos en relación con la orientación sexual y la identidad de género. Recurso 
digital disponible en https://www.refworld.org.es/docid/48244e9f2.html consultado el 
16 de enero de 2024. 
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social, incluyendo beneficios laborales, licencia por maternidad 
o paternidad, beneficios por desempleo, seguro, atención o 
beneficios ligados a la salud (incluso para modificaciones del 
cuerpo relacionadas con la identidad de género), así como otros 
seguros que cubran cuestiones sociales, beneficios familiares, 
beneficios funerarios, pensiones y beneficios para paliar la 
pérdida del apoyo económico como resultado de enfermedad o 
muerte de cónyuges o parejas; (Principio 13).* 

Empero, el 18 de diciembre de 2008, se firma una 
declaración sobre orientación sexual e identidad de género por 
gran parte de los países miembros de las naciones unidas, entre 
ellos México, la cual, si bien, no contiene un catálogo extenso de 
derechos como los principios de Yogakarta, reafirma el principio 
de no discriminación, que exige que los derechos humanos se 
apliquen por igual a todos los seres humanos, independientemente 
de su orientación sexual o identidad de género, condenando 
la denegación de derechos económicos, sociales y culturales, 
incluido el derecho a la salud.” 


8 Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados: Principios de 
Yogyakarta: Principios sobre la aplicación de la legislación internacional de derechos 
humanos en relación con la orientación sexual y la identidad de género. Recurso 
digital disponible en https://www.refworld.org.es/docid/48244e9f2.html consultado el 
16 de enero de 2024. 


9 Organización de las naciones unidas: Carta de fecha 18 de diciembre de 2008 
dirigida al Presidente de la Asamblea General por los Representantes Permanentes 
de la Argentina, el Brasil, Croacia, Francia, el Gabón, el Japón, Noruega y los Países 
Bajos ante las Naciones Unidas. Recurso digital disponible en https://www.oas.org/ 
dil/esp/orientacion_sexual_declaracion_onu.pdf. Consultado el 23 de agosto de 
2021. 


51 
Enero-Marzo 2024 | Año 6 | No. 1 


Gaceta Judicial 


E 


Identificación de muertos en el hospital civil de León. 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 


Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 


Pa 
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TIT. Caso Duque vs. Colombia 
Hechos 


126 de febrero de 2016 la corte interamericana de 
derechos humanos dictó una sentencia, mediante 
la cual declaró responsable internacionalmente al 
estado de Colombia por la violación del derecho 
a la igualdad ante la ley, y a la no discriminación, 
en perjuicio de Ángel Alberto Duque, por no haberle permitido 
acceder, en condiciones de igualdad, a la pensión de sobrevivencia, 
luego de la defunción de su pareja, con base en el hecho de que 
se trataba de una pareja del mismo sexo. En aquel momento, la 
normatividad interna colombiana disponía que únicamente el 
cónyuge, el compañero o compañera permanente sobreviviente 
de sexo diferente al del causante tenía derecho a la pensión de 
sobrevivencia.'” 


Fondo 


Según el resumen oficial emitido por la corte 
interamericana:'' 


10 Corte interamericana de derechos humanos: Caso Duque vs. Colombia. Resumen 
oficial emitido por la corte interamericana. Recurso digital disponible en https:// 
www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_310_esp.pdf Consultado el 23 de 
agosto de 2021. 


Bla Corte interamericana de derechos humanos: Caso Duque vs. Colombia. Resumen 
oficial emitido por la corte interamericana. Recurso digital disponible en https:// 
www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_310_esp.pdf Consultado el 23 de 
agosto de 2021. 
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“(...) Durante el trámite del caso, el estado planteó que 
reconocía la existencia de un “hecho ilícito internacional 
continuado, durante al menos parte del período de tiempo 
que estuvieron vigentes las disposiciones que no permitían 
el reconocimiento de las pensiones a las parejas del mismo 
sexo”. Asimismo señaló que ese hecho ilícito había cesado 
con la emisión de la Sentencia C-366 que modificó las 
normas que estaban generando el hecho ilícito internacional 
y afirmó que se había reparado (en el 2010 con la T-051) 
los efectos del hecho ilícito internacional al garantizar un 
recurso adecuado y efectivo para el reconocimiento de las 
pensiones a las parejas del mismo sexo. 

Sin perjuicio de lo reconocido por el Estado, la Corte 
entendió que le correspondía determinar si, efectivamente, 
las disposiciones internas colombianas relativas a las 
pensiones de sobrevivencia eran discriminatorias y 
contrarias al derecho a la igualdad ante la ley contenido en 
el artículo 24 de la CADH al momento de ocurrencia de los 
hechos. 

El Tribunal declaró que el Estado era responsable por 
la violación al derecho a la igualdad y no discriminación 
contenido en el artículo 24 de la Convención, en relación 
con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio del 
señor Angel Duque, toda vez que no se le permitió acceder 
en condiciones de igualdad a la pensión de sobrevivencia 
por la existencia de una normatividad interna vigente 
en el año 2002 que no permitía el pago de pensiones a 
parejas del mismo sexo, diferencia de trato que vulneraba 
el derecho a la igualdad y no discriminación, lo que 
constituyó efectivamente un hecho ilícito internacional. 
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Adicionalmente a lo anterior, ese hecho ilícito internacional 
afectó al señor Duque en la medida que esas normas internas 
le fueron aplicadas. 

En segundo lugar, el Tribunal constató que ese hecho 
ilícito internacional no había sido subsanado ulteriormente. 
Indicó que, de ser el caso, no habría sido necesario reconocer 
la responsabilidad internacional del Estado. En particular la 
Corte llegó a esa conclusión puesto que no quedaban claros 
los efectos retroactivos de los créditos que podría percibir 
el señor Duque en la eventualidad de que éste presentara 
efectivamente una solicitud de pensión y, de ser el caso, esta 
fuera acordada. 

La Corte recordó asimismo que ninguna norma, 
decisión o práctica de derecho interno, sea por parte de 
autoridades estatales o por particulares, puede disminuir o 
restringir, de modo alguno, los derechos de una persona a 
partir de su orientación sexual. La Convención Americana 
proscribe la discriminación, en general, incluyendo en ello 
categorías como las de la orientación sexual, la que no 
puede servir de sustento para negar o restringir ninguno de 
los derechos establecidos en ese instrumento. Asimismo, 
el Tribunal estableció que, tratándose de la prohibición 
de discriminación por una de las categorías protegidas 
contempladas en el artículo 1.1 de la Convención, la eventual 
restricción de un derecho exige una fundamentación rigurosa, 
lo cual implica que las razones utilizadas por el Estado para 
realizar la diferenciación de trato deben ser particularmente 
serias y estar sustentadas en una argumentación exhaustiva 


(y 
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Reparaciones 
Sobre este tema 


“(...) la Corte estableció que su sentencia constituye 
per sé una forma de reparación y, adicionalmente, ordenó al 
Estado: 1) publicar la Sentencia de la Corte Interamericana 
y su resumen; 1i) garantizar al señor Duque el trámite 
prioritario de su eventual solicitud a una pensión de 
sobrevivencia, y 111) pagar la cantidad fijada en la Sentencia 
por concepto de daño inmaterial y por reintegro de costas 
y gastos. Asimismo, la Corte dispuso que el Estado debía 
reintegrar al Fondo de Asistencia Legal de Víctimas de la 
Corte las cantidades erogadas durante la tramitación del 
presente caso (...).”” 


12 Corte interamericana de derechos humanos: Caso Duque vs. Colombia. Resumen 
oficial emitido por la corte interamericana. Recurso digital disponible en https:// 
www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_310_esp.pdf Consultado el 23 de 
agosto de 2021. 
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IV. Estado de la cuestión en México 


or su parte, el artículo primero de nuestra carta 
magna, establece como deber jurídico que: 


“(...) Todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad [...] Queda 
prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o 
nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición 
social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, 
las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que 
atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 
menoscabar los derechos y libertades de las personas (...).”* 


El tema que nos atañe, es precisamente el principio de 
igualdad y de no discriminación. Ya existía reconocimiento 
judicial en el tema del matrimonio entre personas del mismo 
sexo, desde que el pleno de la SCJN resolviera la acción de 
inconstitucionalidad 2/2010 en la que se discutió el tema de 
la regularidad del artículo 146 del código civil para el Distrito 
Federal, donde se reconocía el matrimonio entre personas del 
mismo sexo. 

Describe Alfonso García Herrera que 


13 Cámara de diputados del H. Congreso de la Unión: Constitución política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Recurso digital disponible en https://www.diputados. 
gob.mx/LeyesBiblio/paf/CPEUM.paf consultado el 17 de enero de 2024. 
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“(...) La Corte definió que el término cónyuge” al 
que aludía el precepto analizado, comprende tanto a los 
integrantes de matrimonios heterosexuales como a los de 
matrimonios del mismo sexo (...).”** 


Y se expuso por este mismo resolutor que 


“(...) el matrimonio no es un concepto inmutable desde 
la perspectiva constitucional. Al no definir la institución 
civil del matrimonio y dejar esa labor al legislador ordinario, 
la Constitución federal permite que el concepto tradicional 
se modifique en función de la realidad social imperante. 
La transformación de las relaciones humanas ha llevado 
paulatinamente a diversas formas de vinculación afectiva, 
sexual, de identidad, de solidaridad y de compromisos 
mutuos de quienes desean tener una vida en común. Así, las 
modificaciones legales sobre la institución del matrimonio 
no sólo derivan en la redefinición de su idea tradicional, sino 
también en la desvinculación de su finalidad meramente 
procreativa (...).”'* 


Al quedar reconocida la institución del matrimonio, como 
también el conformado por personas del mismo sexo, ya sólo 
quedaba pendiente otorgar esa protección y reconocimiento a las 
uniones de facto, existentes entre parejas del mismo sexo, pero 
que aún no acceden a la institución formal ya reconocida. 


14 Herrera García, Alfonso: La interpretación de los derechos humanos y sus garantías 
por la suprema corte de justicia. Una aproximación Jurisprudencial. Colección sobre 
la protección constitucional de los derechos humanos. Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos. Fascículo 1. 2015. México. ISBN: 978-607-729-104-6 pp. 93- 
94. 


15 Herrera García, Alfonso: La interpretación de... pp. 94-95. 
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Por otro lado, el código civil para el estado de Guanajuato 
alude al concubinato en su artículo 2873, relativo a la sucesión de 
la concubina al señalar que: 


“(...) La mujer o el varón con quien el autor de la 
herencia vivió como si fuera su cónyuge durante los cinco 
años que precedieron inmediatamente a su muerte, o con 
quien tuvo hijos, siempre que ambos hayan permanecido 
libres de matrimonio durante el concubinato, tiene derecho 
a heredar igual que un cónyuge supérstite (...)”.'* 

Disposición que, interpretada al amparo del principio de 
progresividad que rige en materia de derechos humanos, permite 
concluir válidamente que el concubinato es la unión permanente 
y de facto entre dos personas libres de matrimonio, al margen de 
su preferencia sexual o identidad de género, caracterizada por el 
apoyo mutuo en lo económico y afectivo, con un proyecto de vida 
en común entre sus integrantes. Dicha circunstancia le permite al 
concubino heredar al autor de una sucesión, así como gozar del 
resto de las prerrogativas que conlleva esa unión de facto. 

Sobre este tema, resulta relevante el comentario realizado 
por María de Montserrat Pérez Contreras, investigadora del 
instituto de investigaciones jurídicas de la universidad nacional 
autónoma de México, en la monografía integrante de la serie 
Decisiones relevantes de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, donde asegura que los ex concubinos tienen derecho a 
alimentos en los mismos términos que los ex cónyuges: 


16 Congreso del estado de Guanajuato: Código civil para el estado de Guanajuato. 
Recurso digital disponible en https://www.congresogto.gob.mx/codigos/codigo-civil- 
para-el-estado-de-guanajuato consultado el 17 de enero de 2024 
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“(... ) El concubinato es la convivencia ininterrumpida de 
una pareja por cuando menos dos años, independientemente 
de la orientación sexual o genérica de las personas y que crea 
entre ellos los derechos y obligaciones establecidos en el 
Código Civil para el Distrito Federal. 

Concubinato será entones la unión de hecho que se 
origina en la comunidad de vida de dos personas, sea cual 
fuere su orientación sexual o identidad de género; que se 
sustenta en una relación afectiva y sexual estable, de carácter 
exclusiva, sin haber contraído matrimonio. 

En el mismo sentido, de esta unión o vínculo de hecho 
nace obligaciones para los concubinos, contenidas en la 
referida legislación civil. 

Los concubinos deben proveerse de asistencia personal 
y material. También tienen la obligación de contribuir al 
sostenimiento y cuidado del hogar acorde con la situación 
económica y/o laboral de cada uno de ellos. Es decir, 
asistencia recíproca. 

Los conflictos derivados de la falta de regulación 
en materia de concubinato se han venido resolviendo con 
los años, al ajustar el marco jurídico a la realidad social 
por dos caminos; la legislación y casuísticamente por la 
jurisprudencia. 

Toda la actividad realizada para adicionar y modificar 
la legislación a esta figura con el matrimonio, teniendo 
los mismos efectos jurídicos y reconociéndose los mismo 
derechos y obligaciones para ambos casos. 
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La ausencia de reglas aplicables tratándose de 
concubinato, no debe impedir la eficacia en la aplicación 
de la norma a provocar resultados contrarios a los derechos 
reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos(...)”"” 


Al respecto, la primera sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, se ha pronunciado ya en relación a este tema, cito 
por su sentido, los siguientes criterios: 


“(...) Concubinato. Cuando su definición condiciona su 
existencia a la unión de un hombre y una mujer, operan las 
razones de inconstitucionalidad emitidas respecto a la del 
matrimonio con la misma condicionante. 


Cuando la definición del concubinato, al igual que 
la del matrimonio, condiciona su existencia a la unión de 
un hombre y una mujer, cobran aplicación los criterios 
emitidos por la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, vinculados a la inconstitucionalidad 
de esa definición, ya que esa condicionante sustentada en 
la preferencia sexual de las personas, no sólo atenta contra 
el derecho al libre desarrollo de la personalidad sino que, 
además, es doblemente discriminatoria, pues no sólo impide 


17 Pérez Contreras María de Montserrat: V. Comentario del instituto de investigaciones 
jurídicas de la universidad nacional autónoma de México estudio jurisprudencial 
sobre alimentos: Los ex concubinos tienen derecho a los alimentos después de 
terminada la relación de concubinato, en Serie Decisiones relevantes de la suprema 
corte de justicia de la nación. Ex concubinos. Tienen derecho a alimentos en los 
mismos términos que los ex cónyuges. Suprema corte de justicia de la nación. 2014. 
México. ISBN: 978-607-468-731-6. passim. 
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que las parejas del mismo sexo accedan al concubinato, sino 
que incluso, las priva de los beneficios materiales asociados 
con éste. 

Amparo en revisión 1127/2015. 17 de febrero de 2016. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, Norma Lucía 
Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente y 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo; en su ausencia hizo 
suyo el asunto el Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez (...).”** 


“(...) Seguridad social. Las normas que condicionan el 
acceso a las prestaciones en este ámbito a que se trate de 
matrimonios o concubinatos constituidos por personas de 
sexos diferentes entre sí, violan los derechos a la igualdad, 
no discriminación y protección a la familia. 


Dado que el derecho a la seguridad social a favor del 
trabajador suele incluir en forma extensiva a los familiares 
de aquél, entre los cuales están los parientes por afinidad 
que incluyen al cónyuge o concubino(a) del trabajador(a), 
entonces, en principio, para acceder a esas prestaciones basta 
demostrar la calidad de cónyuge o concubino(a) respecto 
del trabajador(a); sin embargo, si las normas respectivas 
condicionan el acceso a esos beneficios a fórmulas que 
impliquen la diferencia de sexo entre el trabajador(a) y su 
cónyuge o concubino(a) —como ocurre al usar expresiones 


18 Décima Época. Registro digital: 2012506. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
CCXXI11/2016 (10a.). Materia(s): Constitucional, Civil. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo 1, 
página 501. 
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como “la cónyuge del trabajador”, “el cónyuge de la 
trabajadora”, “la concubina del trabajador” o “el concubino 
de la trabajadora”—, esas normas son violatorias de los 
derechos a la igualdad y no discriminación, a la familia y 
la seguridad social, en razón de estar construidas sobre 
estructuras gramaticales referidas a un modelo de familia 
generado a partir de un concepto restringido (a pesar de que 
el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos contiene un concepto amplio) y, por 
tanto, impedir el acceso a la seguridad social a las parejas del 
mismo sexo, quienes gozan de los derechos a la seguridad 
social cuando constituyeron un matrimonio o concubinato. 

Amparo en revisión 710/2016. Myrna Teresita 
Hernández Oliva y otra. 30 de noviembre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretarios: Carlos Alberto Araiza 
Arreygue y Ron Snipeliski Nischli. 

Amparo en revisión 750/2018. Teódulo Rojas Flores. 
9 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora lI., José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue (...).”*” 


Décima Época. Registro digital: 2019649. Instancia: Segunda Sala. Tesis: 2a. 
XXIV/2019 (10a.). Materia(s): Constitucional. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 65, Abril de 2019, Tomo Il, página 1348 
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“(...) Matrimonio entre personas del mismo sexo. Las 
normas civiles que impiden esta posibilidad, provocan una 
doble discriminación, al privar a las parejas homosexuales 
de los beneficios materiales y expresivos que se obtienen 
con dicha institución. 


El matrimonio comporta el derecho a tener acceso a 
los beneficios expresivos asociados a dicha institución, así 
como el derecho a otros beneficios materiales, económicos 
y no económicos, que las leyes adscriben al matrimonio (por 
causa de muerte de uno de los cónyuges, de solidaridad, de 
propiedad, en la toma subrogada de decisiones médicas, 
migratorios, etcétera). En este sentido, las normas civiles 
que impiden a las parejas del mismo sexo el acceso a la 
institución matrimonial producen una doble discriminación, 
pues no sólo se les priva a las parejas homosexuales de los 
beneficios expresivos que comporta el matrimonio, sino 
también de los materiales; exclusión que pudiera incluso 
llegar a afectar a sus hijos al colocarlos en un plano de 
desventaja respecto de los hijos de parejas heterosexuales. 

Amparo en revisión 581/2012. 5 de diciembre de 
2012. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 

Amparo en revisión 457/2012. 5 de diciembre de 
2012. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García 
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Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 

Amparo en revisión 567/2012. 5 de diciembre de 
2012. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro García Núñez. 

Amparo en revisión 152/2013. 23 de abril de 2014. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló 
voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular, en el que 
estima que en el caso no existió acto concreto de aplicación 
de la norma impugnada. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretarios: Karla I. Quintana Osuna y David García 
Sarubbi. 

Amparo en revisión 263/2014. 24 de septiembre de 
2014. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular, en 
el que estima que en el caso no existió acto concreto de 
aplicación de la norma impugnada. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana Carolina 
Cienfuegos Posada. 
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Tesis de jurisprudencia 86/2015 (10a.). Aprobada por 
la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha 
veinticinco de noviembre de dos mil quince (...). 


Corrobora la naturaleza del concubinato, por su analogía 
con la institución del matrimonio para efectos jurídicos, la 
tesis aislada emitida por la primera sala de la SCJN, cuyo texto 
dispone: 


“(...) Concubinato. Los beneficios tangibles e intangibles 
que son accesibles a los concubinos heterosexuales deben 
reconocerse a las parejas homosexuales. 


Las relaciones que entablan las parejas del mismo 
sexo pueden adecuarse a los fundamentos de la figura del 
concubinato y más ampliamente a los de la familia, ya que 
para todos los efectos relevantes, las parejas homosexuales se 
encuentran en una situación equivalente a las heterosexuales; 
de ahí que sea injustificada su exclusión del concubinato. 
Ahora bien, el derecho a conformar una relación de 
concubinato no sólo comporta el derecho a tener acceso a los 
beneficios expresivos asociados a dicha figura, sino también 
a los materiales que las leyes adscriben a la institución; en 
ese sentido, en el orden jurídico nacional existe una gran 
cantidad de beneficios, económicos y no económicos, 
asociados al concubinato, entre los que destacan: 1) los 
fiscales; 2) los de solidaridad; 3) en materia de alimentos; 
4) por causa de muerte de uno de los concubinos; 5) los de 


20 Décima Época. Registro digital: 2010677. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a./J. 
86/2015 (10a.). Materia(s): Constitucional, Civil. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 25, Diciembre de 2015, Tomo 
|, página 187 
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propiedad; 6) en la toma subrogada de decisiones médicas; 
7) en la toma de decisiones médicas post mortem; y, 8) los 
migratorios para los concubinos extranjeros. Así, negar a las 
parejas homosexuales los beneficios tangibles e intangibles 
que son accesibles a las personas heterosexuales a través del 
concubinato, implica tratarlas como si fueran “ciudadanos 
de segunda clase”, porque no existe justificación racional 
alguna para no reconocerles los derechos fundamentales 
que les corresponden como individuos y, simultáneamente, 
un conjunto incompleto de derechos cuando se conducen 
siguiendo su orientación sexual y se vinculan en relaciones 
estables de pareja; además, la exclusión de las parejas del 
mismo sexo de la figura de concubinato perpetúa la noción 
de que son menos merecedoras de reconocimiento que las 
heterosexuales, con lo que se ofende su dignidad como 
personas y su integridad. 

Amparo en revisión 263/2014. 24 de septiembre de 
2014. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada (...).”?! 


Décima Época. Registro digital: 2007794. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
CCCLXXVII/2014 (10a.). Materia(s): Constitucional, Civil. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 11, Octubre de 2014, Tomo |, 


página 596. 
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También cobra vida en el asunto que nos ocupa, la tesis 
aislada de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, publicada en Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 34, septiembre de 2016, que reza: 


“(...) Concubinato. Los beneficios tangibles e intangibles 
que son accesibles a los concubinos heterosexuales deben 
reconocerse a las parejas homosexuales. 


Las relaciones que entablan las parejas del mismo 
sexo pueden adecuarse a los fundamentos de la figura del 
concubinato y más ampliamente a los de la familia, ya que 
para todos los efectos relevantes, las parejas homosexuales se 
encuentran en una situación equivalente a las heterosexuales; 
de ahí que sea injustificada su exclusión del concubinato. 
Ahora bien, el derecho a conformar una relación de 
concubinato no sólo comporta el derecho a tener acceso a los 
beneficios expresivos asociados a dicha figura, sino también 
a los materiales que las leyes adscriben a la institución; en 
ese sentido, en el orden jurídico nacional existe una gran 
cantidad de beneficios, económicos y no económicos, 
asociados al concubinato, entre los que destacan: 1) los 
fiscales; 2) los de solidaridad; 3) en materia de alimentos; 
4) por causa de muerte de uno de los concubinos; 5) los de 
propiedad; 6) en la toma subrogada de decisiones médicas; 
7) en la toma de decisiones médicas post mortem; y, 8) los 
migratorios para los concubinos extranjeros. Así, negar a las 
parejas homosexuales los beneficios tangibles e intangibles 
que son accesibles a las personas heterosexuales a través del 
concubinato, implica tratarlas como si fueran “ciudadanos 
de segunda clase”, porque no existe justificación racional 
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alguna para no reconocerles los derechos fundamentales 
que les corresponden como individuos y, simultáneamente, 
un conjunto incompleto de derechos cuando se conducen 
siguiendo su orientación sexual y se vinculan en relaciones 
estables de pareja; además, la exclusión de las parejas del 
mismo sexo de la figura de concubinato perpetúa la noción 
de que son menos merecedoras de reconocimiento que las 
heterosexuales, con lo que se ofende su dignidad como 
personas y su integridad. 

Amparo en revisión 263/2014. 24 de septiembre de 
2014. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada. (...).” 


De igual manera cobra aplicación en el caso concreto, la 
siguiente tesis aislada de la primera sala de la suprema corte de 
justicia de la nación, Décima Época, con registro digital 2012507, 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
que postula: 


“(...) Concubinato. El artículo 291 bis del código civil para 
el estado de Nuevo León, que define a esa institución como 
la unión de un hombre y una mujer, es inconstitucional. 


22 Décima Época. Registro digital: 2007794. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
CCCLXXVII/2014 (10a.). Materia(s): Constitucional, Civil. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 11, Octubre de 2014, Tomo |, 
página 596. 
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Una distinción se basa en una categoría sospechosa 
cuando utiliza alguno de los criterios enunciados en el 
artículo lo., párrafo último, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, a saber: origen étnico, 
nacionalidad, preferencias sexuales, estado civil, o cualquier 
otra que atente contra la dignidad humana y tenga por 
objeto anular o menoscabar los derechos y las libertades de 
las personas. Así, el uso de esas categorías debe analizarse 
con mayor rigor, porque sobre ellas pesa la sospecha de ser 
inconstitucionales, ya que si bien la Constitución Federal 
no las prohíbe, sí proscribe su utilización injustificada. 
Ahora bien, el artículo 291 Bis del Código Civil para el 
Estado de Nuevo León, al definir el concubinato como la 
unión de un hombre y una mujer, es inconstitucional al ser 
discriminatorio, pues priva a las parejas del mismo sexo 
del acceso a dicha institución y a gozar de sus beneficios 
y, en ese sentido, niega a las parejas homosexuales 
los beneficios tangibles e intangibles accesibles a las 
personas heterosexuales a través del concubinato, lo cual 
implica tratarlos de forma diferenciada sin que exista una 
justificación racional para ello, lo que además conlleva 
negarles derechos fundamentales que les corresponden 
como individuos y, al mismo tiempo, otorgarles un conjunto 
incompleto de derechos cuando se conducen siguiendo su 
orientación sexual. 

Amparo en revisión 1127/2015. 17 de febrero de 2016. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, Norma Lucía 
Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente y 
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Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo; en su ausencia hizo 
suyo el asunto el Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez (...). 


Décima Época. Registro digital: 2012507. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
CCXXIV/2016 (10a.). Materia(s): Constitucional, Civil. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo l, 
página 501 
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Familiares de las víctimas en el anfiteatro 
del hospital civil. 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 
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Conclusión 


1 las uniones de hecho permanentes entre dos 
personas, sea cual fuere su orientación sexual o 
identidad de género, que se basan en una relación 
de cooperación, afectividad y estabilidad, de 
carácter exclusiva, tienen efectos equiparables 
al matrimonio heterosexual, como lo son la ayuda mutua, la 
formación de una comunidad de vida, la asistencia personal 
y material recíproca, y que es una institución a la cual la ley le 
concede protección y cobijo, no hay razón para no reconocer 
iguales derechos a las uniones de hecho entre personas del mismo 
sexo, como lo es el de la seguridad social. 

Esto, en virtud de que negar reconocimiento y protección 
legal a estas parejas es discriminatorio y atenta contra su dignidad 
e integridad, al darles un trato desigual ante la ley, cuando no hay 
motivo, por lo anteriormente expuesto. 
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Según el informe realizado por los 
ministros de la SCJN, Salvador Hernández 
(foto) se unió al funeral burlesco que se 
llevó a cabo previo a que los soldados 
dispararan, resultando herido. Al momento 
en que los ministros lo entrevistaron, 
contaba con 9 años. 

Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 
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Dos ejercicios de interpretación legal y 
constitucional 


Resumen: Hay un problema de competencia entre los jueces de 
control y ejecución en el tema de vigilancia y terminación de la 
prisión preventiva de un procesado, en la que hay argumentos en 
ambos sentidos, pero al final hay más y mejores explicaciones, para 
determinar que el de la competencia es el juez de ejecución. 


Palabras clave: Interpretación. Competencia. Prisión preventiva. 
Juez de control. Juez de ejecución. 


Abstract: There is a jurisdictional issue between control and 
execution judges regarding the surveillance and termination of 
pretrial detention of an accused individual. Arguments exist on both 
sides, but ultimately, there are more and better explanations leading 
to the determination that the execution judge holds jurisdiction. 


Keywords: Interpretation. Jurisdiction. Pretrial detention. Control 
judge. Execution judge. 
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Heridos en el hospital civil. 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 
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Introducción 


gradecido por la confianza y las oportunidades 
que me ha otorgado la unidad de investigaciones 
DRA jurídicas del poder judicial del estado de 
Y. 0 Guanajuato, para este trabajo me he animado a 

=l hacer una apuesta fuerte, que no consiste en otra 
cosa sino en compartir, para someter a la crítica, una parte de mi 
visión personal del Derecho, concretada en un par de ejercicios 
de interpretación; el primero, de legalidad, y el segundo, de 
constitucionalidad. Ambos asuntos fueron recogidos en proyectos 
de resolución que presenté al magistrado titular de la sala penal a 
la que me encuentro adscrito y fueron por él aprobados, de modo 
que se convirtieron en sendas sentencias de segunda instancia 
que adquirieron firmeza. 

Al respecto, conviene hacer dos precisiones: la primera de 
ellas, operante para ambos casos, la segunda, sólo para el último. 
En ambos casos, debo insistir, se trata de mi visión personal, 
por una parte, de la interpretación de las normas que regulan 
las condiciones de internamiento de una persona privada de su 
libertad bajo la medida cautelar de prisión preventiva; y de otra, 
de la forma en que debe asumirse y materializarse la obligación 
de aplicar los principios de interpretación conforme y pro 
persona, en un tema de prescripción de un delito sexual cometido 
en agravio de un menor. 

Así, lo que implican estas precisiones, es que de ninguna 
manera pretendo que la mía sea la última palabra sobre los temas 
que abordo. Apenas es una que intenta resolver los problemas que 
fueron objeto de los proyectos que redacté, con una perspectiva 
de interpretación y uso racional del Derecho. 
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En tratando el asunto mencionado en segundo orden, es 
importante señalar que se trató de la revisión de un auto de no 
vinculación a proceso, de modo que ni siquiera representa la 
decisión definitiva del asunto; pero la precisión necesaria que 
me interesa destacar aquí es el ejercicio de análisis convencional, 
constitucional y legal para llegar a la respuesta jurídica que se 
brindó; es decir, el camino racional que se siguió para terminar 
tutelando el derecho humano en juego que resultó protegido, así 
como las razones que imperaron para sacrificar aquél con el que 
estuvo confrontado. 

Sin más, pues, avancemos en la exposición, que espero 
resulte de utilidad. 
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L. ¿Quién vigila, el juez de control o el juez de 
ejecución? La delimitación de la competencia 
para vigilar las condiciones de internamiento 
de una persona privada de su libertad, bajo 
la medida cautelar de prisión preventiva 


| problema que se resolvió en el primer asunto, 
4| versó sobre la competencia que tienen los jueces de 
control y los jueces de ejecución sobre la situación 
Al jurídica de una persona privada de la libertad 
bajo la medida cautelar de prisión preventiva; 
específicamente sobre el término vigilancia. Lo anterior, debido 
a que una juez de control remitió esa competencia a una juez de 
ejecución, y ésta última respondió el planteamiento indicando 
que la competente era la de control. Al respecto, concluimos que 
ambas jueces tenían parcialmente la razón, y al mismo tiempo 
ambas incurrían en un yerro. 

Lo anterior derivó de dos cuestiones muy claras: ninguna de 
las dos leyó con acuciosidad la ley nacional de ejecución penal, 
y, en esa medida, ninguna de las dos logró una interpretación 
sistemática de las mormas que rigen el tema problemático. 
Por tal motivo, fue necesario trazar el tratamiento jurídico- 
judicial integral para una persona penalmente procesada, en 
las condiciones que han quedado precisadas, partiendo de la 
identificación de la naturaleza de las normas que lo regulan desde 
la perspectiva del binomio principios-reglas, para, enseguida, 
identificar cuáles son los ámbitos de competencia de los dos 
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tipos de jueces en conflicto en este caso, a fin de adscribir, 
jurisprudencialmente, el espacio de actuación que las que aquí se 
hallaron conflictuadas no pudieron identificar. 

Para empezar, las normas que regulan cuestiones 
competenciales tienen naturaleza de reglas, en contraposición a 
los principios; lo que quiere decir que en su forma de operar sólo 
pueden ser cumplidas o no. Si una regla es válida, hay que hacer 
exactamente lo que ella exige. Punto. Por su propia naturaleza, 
son enunciados redactados de manera taxativa, y su aplicación 
obedece a la forma todo o nada; es decir, se cumple a cabalidad 
en el mundo de relación social el supuesto contenido en la regla: 
ésta aplica; si no se cumple a cabalidad, no es aplicada. 

Caso contrario a lo que acontece con los principios, 
que son normas de textura abierta e indeterminada, cuya 
clausura corresponde al operador de la norma atendiendo a las 
circunstancias específicas de cada caso concreto, y en caso de 
conflicto entre principios, éste se resuelve acudiendo a la técnica 
de la ponderación, en la que, al final de su verificación, uno de 
los principios será sacrificado ante la prevalencia del otro, con 
efectos únicamente para el caso concreto. 

Para el asunto que aquí ocupa la atención, las reglas 
generales de competencia las prevén, en lo conducente y en primer 
término, los artículos 113, fracción I y 116 de la ley orgánica del 
poder judicial del estado, de donde se desprende que al juez de 
control corresponde resolver sobre la aplicación, modificación, 
sustitución o cancelación de las medidas cautelares de carácter 
real o personal que les sean solicitadas por quien esté legitimado 
para ello —y recordemos que la prisión preventiva es una medida 
cautelar—, y que al juez de ejecución corresponde todo lo atinente 
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a la puesta en marcha, en obra, de las penas de prisión impuestas 
en sentencia firme. Estas reglas generales toman particularidades 
específicas en la ley nacional de ejecución penal. Veamos. 

El artículo 1, fracción I, de esta ley, indica que uno de sus 
objetos es el de establecer las normas que deben de observarse 
durante el internamiento por prisión preventiva, tanto como 
en la ejecución de penas y medidas de seguridad impuestas, 
como consecuencia de una resolución judicial. En el artículo 3, 
fracciones X y XI establece las figuras de juez de control y de 
juez de ejecución. 

Del primero dice que es el “(...) Órgano Jurisdiccional del 
fuero federal o del fuero común que interviene desde el principio 
del procedimiento y hasta el dictado del auto de apertura a juicio, 
ya sea federal o local (...).”* Del mencionado en segundo lugar 
dice que es “(...) la autoridad judicial especializada del fuero 
federal o local, competente para resolver las controversias en 
materia de ejecución penal, así como aquellas atribuciones que 
prevé la presente Ley. (...).”? 

La interpretación de estas normas nos muestra el espacio 
procesal en que, de modo general, actuarán ambos jueces: el 
primero lo hará dentro del proceso, desde su inicio y hasta la 
emisión del auto de apertura a juicio oral; el segundo lo hará 
después de concluido el proceso, y una vez que exista sentencia 
condenatoria firme que imponga una sanción. 

1 Congreso del estado de Guanajuato: Ley orgánica del poder judicial del estado de 

Guanajuato. Recurso digital disponible en https://www.congresogto.gob.mx/leyes/ 


ley-organica-del-poder-judicial-del-estado-de-guanajuato consultado el 5 de enero 
de 2024. 


2 Congreso del estado de Guanajuato: Ley orgánica del poder judicial del estado de 
Guanajuato. Recurso digital disponible en https://www.congresogto.gob.mx/leyes/ 


ley-organica-del-poder-judicial-del-estado-de-guanajuato consultado el 5 de enero 
de 2024. 
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Llegados a este punto, debemos destacar que, de la fracción 
I del artículo 113 de la ley orgánica del poder judicial del estado, 
podemos desprender que corresponden al juez de control la 
aplicación, modificación, sustitución o cancelación de la prisión 
preventiva, lo cual debemos entender que la actividad del juez 
tendrá por objetivo emplear, administrar y poner en práctica 
la medida cautelar de marras, a fin de alcanzar sus finalidades 
legales, que no son otras sino las de “(...) asegurar la presencia 
del imputado en el procedimiento, garantizar la seguridad de 
la víctima u ofendido o del testigo, o evitar la obstaculización 
del procedimiento (...).”” según dispone el artículo 153, primer 
párrafo del código nacional de procedimientos penales. Esta es 
su competencia en el tema de la prisión preventiva. 

Pero para el juez de ejecución, tal aspecto procesal, en 
lo general, lo contiene el artículo 24 de la ley nacional de 
ejecución penal, que estipula en su primer párrafo que “(...) (e) 
l Poder Judicial de la Federación y Órganos Jurisdiccionales 
de las entidades federativas establecerán jueces que tendrán las 
competencias para resolver las controversias con motivo de la 
aplicación de esta Ley establecidas en el Capítulo Il del Título 
Cuarto de esta Ley (...).”* Tratamiento que es recogido por el 
quinto párrafo del artículo 8 de la constitución política para el 
estado de Guanajuato, que establece que “(...) (c)orresponde al 
juez de ejecución, instaurar los procedimientos que se requieran 
para resolver sobre el otorgamiento de los beneficios y del 


3 Cámara de diputados del H. congreso de la Unión: Código nacional de 
procedimientos penales. Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob. 
mx/LeyesBiblio/pdf/CNPP .paf consultado el 5 de enero de 2024. 


4 Cámara de diputados del H. congreso de la Unión: Ley nacional de ejecución penal. 
Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LNEP. 
pdf consultado el 5 de enero de 2024. 
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tratamiento, a los internos sentenciados que tengan derecho a 
ellos, y las demás atribuciones que le confiere la Ley respectiva 
A 

Estas reglas todavía se particularizan más, pues el artículo 
103, primer párrafo de la ley nacional de ejecución penal establece 
que “(...) (Da administración del Juzgado de Ejecución al recibir 
la sentencia o el auto por el que se impone la prisión preventiva, 
generará un número de registro y procederá a turnarlo al Juez de 
Ejecución competente, para que proceda a dar cumplimiento a 
tales resoluciones judiciales (...).”* 

Esta porción normativa, debido a su vaguedad, prima 
facie parecería decir que todo lo atinente a la ejecución de la 
medida cautelar de prisión preventiva quedará en manos del 
juez de ejecución competente; pero esta visión es incorrecta, y la 
vaguedad del dispositivo es aclarada por los diversos artículos 14, 
segundo párrafo y 18, fracción IV, de la ley nacional de ejecución 
penal, que establecen, el primero, que “(...) (c)orresponde al 
Poder Ejecutivo Federal o Local, según su competencia, a través 
de las Autoridades Penitenciarias señaladas en las disposiciones 
legales, la ejecución material de la prisión preventiva, así como 


5 Congreso del estado de Guanajuato: Constitución política para el estado de 
Guanajuato. Recurso digital disponible en  https://www.congresogto.gob.mx/ 
constitucion-politica-del-estado-de-guanajuato consultado el 5 de enero de 2024. 


6 Cámara de diputados del H. congreso de la Unión: Ley nacional de ejecución penal. 
Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LNEP. 
pdf consultado el 5 de enero de 2024. 
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de las sanciones y medidas de seguridad previstas en las leyes 
penales, así como la administración y operación del Sistema 
Penitenciario (...).” 

En tanto que el segundo precepto, en la fracción invocada, 
indica que el comité técnico de los centros penitenciarios tendrá 
entre sus funciones la de “(...) (v)igilar el cumplimiento de lo 
ordenado por el Juez, en lo relativo a la ejecución de la medida 
cautelar de prisión preventiva (...).” Preceptos que encuentran 
correlación sistemática con lo dispuesto por el último párrafo 
del artículo 164 del código nacional de procedimientos penales, 
que establece que “(...) (la supervisión de la prisión preventiva 
quedará a cargo de la autoridad penitenciaria en los términos de 
la ley de la materia (...).”” 

Es en este contexto normativo que cobra sentido el término 
vigilar, referido a las condiciones de internamiento de una 
persona privada de la libertad bajo medida cautelar de prisión 
preventiva, al relacionarlo con el sintagma cumplimiento de lo 
ordenado por el Juez, en lo relativo a la ejecución de la medida 
cautelar de prisión preventiva. Veamos. El juez de control tiene 
potestad constitucional y legal para ordenar que una persona 
permanezca privada de su libertad para garantizar, entre otras 
cosas, su presencia en el proceso, y tiene potestad, además, para 


7 Cámara de diputados del H. congreso de la Unión: Ley nacional de ejecución penal. 
Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LNEP. 
pdf consultado el 5 de enero de 2024. Las cursivas son nuestras. 


8 Cámara de diputados del H. congreso de la Unión: Ley nacional de ejecución penal. 
Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LNEP. 
pdf consultado el 5 de enero de 2024. Las cursivas son nuestras. 


9 Cámara de diputados del H. congreso de la Unión: Código nacional de 
procedimientos penales. Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob. 
mx/LeyesBiblio/pdf/CNPP pdf consultado el 5 de enero de 2024. 
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ordenar que la persona privada de su libertad sea llevada a su 
presencia las veces que sea necesario. Ese es el significado de 
esta porción normativa y, sobre todo, del término vigilar, en el 
contexto normativo en que lo prevé la ley nacional de ejecución 
en relación con la prisión preventiva. 

Así, lo que hasta aquí hemos reseñado, nos otorga un 
panorama mucho más claro respecto del problema materia de 
este conflicto competencial: la juez de control que ordenó la 
remisión del auto donde impuso la medida cautelar de prisión 
preventiva, excedió los límites legales de competencia de la 
juez de ejecución correspondiente, debido a que le endilgó la 
vigilancia de las condiciones de internamiento del procesado a 
quien impuso la medida, cuando este aspecto está legalmente a 
cargo de la autoridad penitenciaria, por conducto de su comité 
técnico. 

Sin embargo, la juez de ejecución, en este asunto, incurrió 
en la misma deficiencia técnica que la de control al considerar, 
en lo que interesa, que un auto como el que le remitió la juez 
de control no sirve para iniciar el procedimiento de ejecución, 
pues éste inicia exclusivamente con la sentencia de condena y el 
auto que la declara ejecutoria, y que, en tal virtud, la vigilancia 
de las condiciones de internamiento son competencia del juez de 
control que imponga la medida cautelar de prisión preventiva. 

Para abatir la profunda confusión en que se hallaron ambas 
jueces, fue necesario dibujar una hoja de ruta sobre la forma en que 
opera la medida cautelar de prisión preventiva, de cara a precisar 
cuáles son las autoridades que intervienen en su ejecución, y cuál 
es la forma en que lo hacen, lo que intentó hacerse en un lenguaje 
sencillo, a los fines de abonar a la comprensión general de esta 
decisión. 
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De acuerdo a los artículos 3%, fracción VII, 133, 154 y 307, 
primer párrafo, del código nacional de procedimientos penales, 
corresponde al juez de control la imposición de la medida cautelar 
de prisión preventiva, y de acuerdo al artículo 113, fracción l, de 
la ley orgánica del poder judicial del estado, en el ejercicio de esa 
atribución, le corresponden también su aplicación, modificación, 
sustitución o cancelación. La primera premisa de nuestro 
argumento en esta parte es, entonces, que es el juez de control el 
que ordena poner a una persona en prisión preventiva y el que, 
además, está facultado para modificar, sustituir o cancelar esa 
específica situación jurídica del procesado. Destaquemos aquí 
que imponer, modificar, sustituir o cancelar no son sinónimos de 
vigilar. 

Ahora bien, en un enunciado ambiguo, ciertamente, el 
artículo 103 de la ley nacional de ejecución penal estipula que el 
juez de control debe remitir el auto por el que impone la prisión 
preventiva, a fin de que en el área administrativa del juzgado 
de ejecución correspondiente, se genere un número de registro, 
y se turne el asunto al juez de ejecución competente, para que 
proceda a dar cumplimiento a tales resoluciones judiciales. Es 
justamente esta última parte de la porción normativa de la que 
hablamos la que mueve a confusión, pues de su sola lectura no 
podemos entender qué significa que el juez de ejecución dará 
cumplimiento a la resolución que impuso la medida cautelar. 

Es necesario, para aclararlo, acudir a la interpretación 
sistemática de la ley nacional de ejecución penal, precisamente a 
su artículo 24, para entender que en esta etapa procesal, al juez de 
ejecución corresponde resolver las controversias que tengan que 
ver con las condiciones de internamiento de la persona a quien se 
impuso la medida cautelar, así como las cuestiones relacionadas 
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con las mismas; el plan de actividades al que se le sujetó, así 
como las cuestiones relacionadas con el mismo que impliquen 
violación de derechos fundamentales; así como los derechos 
propios de quienes soliciten ingresar, o hayan ingresado, al 
centro penitenciario en que se halle recluida la persona privada 
de su libertad, como visitantes, defensores públicos y privados, 
defensores en los tribunales de amparo, y observadores por parte 
de organizaciones de la sociedad civil. 

Así lo han entendido los tribunales colegiados del poder 
judicial de la Federación al sostener, en lo conducente, que al 
juez de ejecución “(...) tratándose de imputados sujetos a prisión 
preventiva, tras recibir la noticia de la imposición de esa medida 
cautelar, le corresponde conocer únicamente sobre controversias 
relativas a: sus condiciones de internamiento, plan de actividades, 
los derechos de quienes soliciten ingresar al centro penitenciario 
como visitantes (...)”.% 

La segunda premisa de nuestra inferencia es, entonces, 
que el juez de ejecución tendrá intervención en la etapa en 
que una persona penalmente procesada se encuentre bajo la 
medida cautelar de prisión preventiva, internada en un centro 
penitenciario, únicamente cuando se plantee una controversia 
sobre los temas arriba precisados, y su intervención será única y 
exclusivamente para resolver esa controversia. 

Aparece aquí el problema que no fue resuelto por las juezas 
contendientes: de ninguno de los dispositivos legales en los 
que hemos encontrado las facultades y atribuciones que tienen 


10 Véase el criterio de rubro “Competencia para conocer de la revisión de medidas 
cautelares conforme al artículo 161 del código nacional de procedimientos penales. 
Corresponde a un juez de distrito especializado en el sistema penal acusatorio, 
actuando como juez de control y no al juez de distrito especializado en el sistema 
penal acusatorio, con competencia en ejecución.” Registro digital: 2020945 
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los jueces de control y de ejecución sobre una persona que se 
encuentra privada de su libertad, bajo la medida cautelar de 
prisión preventiva, es posible desprender que a alguno de ellos 
le corresponda la vigilancia de las condiciones de internamiento 
de la persona así privada de su libertad. Y esto es, simple y 
sencillamente, porque no tienen esa facultad o atribución. 

Es la propia ley nacional de ejecución penal la que resuelve 
este aparente entuerto cuando, como ya se precisó líneas arriba, 
en su artículo 14, segundo párrafo señala, en lo conducente, que 
“(...) (cjorresponde al Poder Ejecutivo Federal o Local, según 
su competencia, a través de las Autoridades Penitenciarias 
señaladas en las disposiciones legales, la ejecución material de la 
prisión preventiva (...).”*' Disposición a la que debe sumarse la 
ya también invocada fracción IV del artículo 18 de la misma ley, 
la cual indica que el comité técnico de los centros penitenciarios 
tendrá entre sus funciones la de “(...) (v)igilar el cumplimiento 
de lo ordenado por el Juez, en lo relativo a la ejecución de la 
medida cautelar de prisión preventiva (...).”*? 

Desde luego que dentro de las obligaciones que tiene la 
autoridad penitenciaria, en relación con la ejecución material 
de la prisión preventiva, entran las de organizar el sistema 
penitenciario con base en el 

“(...) respeto a los derechos humanos, el trabajo, la 
capacitación para el mismo, la educación, la salud y el deporte, 
como medios para procurar la reinserción de la persona 


11 Cámara de diputados del H. congreso de la Unión: Ley nacional de ejecución penal. 
Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LNEP. 
pdf consultado el 5 de enero de 2024. Las cursivas son nuestras. 


12 Cámara de diputados del H. congreso de la Unión: Ley nacional de ejecución penal. 
Recurso digital disponible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LNEP. 
pdf consultado el 5 de enero de 2024. Las cursivas son nuestras. 
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sentenciada a la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, 
y supervisará las instalaciones de los Centros Penitenciarios para 
mantener la seguridad, tranquilidad e integridad, de las personas 
privadas de la libertad, del personal y de los visitantes, ejerciendo 
las medidas y acciones pertinentes para el buen funcionamiento 
de éstas (...).” 

Principios recogidos en el segundo párrafo del artículo 18 
de la constitución política de los Estados Unidos Mexicanos, 
desarrollados por el primer párrafo del artículo 14 de la ley 
nacional de ejecución penal, que responden a las condiciones de 
internamiento definidas por el artículo 30 de este mismo cuerpo 
de normas. 

Tenemos una tercer premisa: en términos de la ley nacional 
de ejecución penal, la autoridad a la que corresponde la vigilancia 
de las condiciones de internamiento de una persona privada de 
su libertad bajo la medida cautelar de prisión preventiva, es a la 
autoridad penitenciaria, a través del comité técnico. 

Ya podemos construir la conclusión de nuestra inferencia, 
diciendo que el análisis de las reglas que regulan el tema de la 
adscripción de facultades y atribuciones sobre una persona 
privada de su libertad, bajo medida cautelar de prisión preventiva, 
arroja que, ni al juez de control, ni al juez de ejecución, en el 
sistema de justicia penal mexicano, les corresponde la vigilancia 
de las condiciones de internamiento de una persona sometida 
a esta medida, pues, como ha quedado justificado, a quien que 
corresponde esta atribución es a la autoridad penitenciaria, a 
través del comité técnico. 

Como colofón debemos señalar que, respecto a la obligación 
de vigilar y supervisar las condiciones de internamiento de una 
persona privada de su libertad bajo prisión preventiva, no existe 
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ninguna disposición constitucional ni legal que prevea un ente 
monitor de la autoridad penitenciaria, lo cual es enteramente 
comprensible. Reduciendo al absurdo, sería tanto como colocar 
un ente encargado de recordar a jueces y magistrados su deber de 
cumplir con su obligación de emitir sus resoluciones en tiempo 
y forma. Más claro. No hay necesidad legal de que exista una 
entidad que obligue, no solo a las autoridades penitenciarias, 
sino a cualquier autoridad, a cumplir con las atribuciones y 
obligaciones que les impone la normativa vigente. Para eso 
protestan, al asumir sus encargos, cumplir y hacer cumplir la 
constitución y las leyes que de ella emanen. 

En tal virtud, consideramos que le asistió la razón a la 
juez de ejecución cuando sostuvo que no era competente para 
vigilar las condiciones de internamiento de la persona de que 
se trató el asunto; en lo que no le asistió la razón, fue en que 
tal atribución le correspondiera a la juez de control, pues, como 
ya quedó explicado, tal atribución le corresponde a la autoridad 
penitenciaria del reclusorio en que se halle privado de su libertad 
el procesado. 

Sin embargo, esta conclusión interpretativa pareciera no 
resolver el tema que fue planteado, pues parecería indicar que 
ni la jueza de control ni la de ejecución tendrían injerencia en 
el tratamiento procesal de una persona privada de su libertad 
conforme a la medida dicha. Nada más lejano de la realidad. Pero 
para aclarar por qué, es necesario primero señalar que el sostenido 
por las juezas que contendieron en este conflicto competencial, 
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es un problema de uso del lenguaje, pues utilizaron de manera 
desafortunada —desde la perspectiva teórica de los actos del 
habla— '* el sintagma vigilar las condiciones de internamiento. 
La juez de control declinante debió haber utilizado un 
enunciado como remítase el auto que impone la medida cautelar 
de prisión preventiva al juez de ejecución competente para los 
fines previstos por el artículo 103 de la ley nacional de ejecución 
penal. De tal enunciado es posible, y perfectamente válido, 
desprender que estaría poniendo en conocimiento del juez de 
ejecución correspondiente el hecho procesal de que una persona 
estaría privada de su libertad bajo prisión preventiva, para que se 
generase el registro a través del cual, en el eventual caso de que 
el individuo privado de su libertad promoviese una controversia 
respecto a las condiciones de internamiento por la medida cautelar 
impuesta, por cuestiones relacionadas con las mismas; sobre el 
plan de actividades al que se le sujetó, y cuestiones relacionadas 
con el mismo que impliquen violación de derechos fundamentales; 
así como los derechos propios de quienes soliciten ingresar o 
hayan ingresado al centro penitenciario en que se halle recluida 
la persona privada de su libertad, como visitantes, defensores 
públicos y privados, defensores en los tribunales de amparo, y 
observadores por parte de organizaciones de la sociedad civil, el 
juez de ejecución se avocase a su conocimiento y resolución. 
Ahora bien, este es un yerro que la Juez de Ejecución aquí 
contendiente pudo haber saneado al recibir el auto que impuso 
la medida, acordando su recepción para los efectos del artículo 
103 de la ley nacional de ejecución penal, en el entendido de 
que esta autoridad conocerá y resolverá las controversias 
13 Al respecto véase L. Austin, John: Cómo hacer cosas con palabras, pp. 11-17. 


Recurso digital disponible en https://escrituradigital.net/wiki/images/Austin_-_Como_ 
Hacer_Cosas_Con_Palabras.PDF consultado el 29 de abril de 2022. 
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que presente la persona a quien se ha impuesto la medida que 
se comunica, respecto a sus condiciones de internamiento y 
cuestiones relacionadas con las mismas; el plan de actividades 
al que se le sujetó y cuestiones relacionadas con el mismo que 
impliquen violación de derechos fundamentales; así como los 
derechos propios de quienes soliciten ingresar o hayan ingresado 
al centro penitenciario en que se halle recluida, como visitantes, 
defensores públicos y privados, defensores en los tribunales 
de amparo, y observadores por parte de organizaciones de la 
sociedad civil, el juez de ejecución se avocase a su conocimiento 
y resolución. Pero no lo hizo, y, por el contrario, perpetuó el yerro 
en que incurrió la de control. 
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HII.- El interés superior del menor como 
parámetro primordial de las decisiones 
judiciales 


n este asunto, un juez de control decretó la 
prescripción de la acción penal y, en consecuencia, 
el sobreseimiento de la causa, en un delito de 
abuso sexual cometido en agravio de un menor de 
edad, razón por la que dictó auto de no vinculación 
a proceso en favor del imputado. En el proyecto de resolución 
que presenté al magistrado, se hizo ejercicio de control de 
constitucionalidad y se protegieron los derechos humanos del 
menor de acceso a la justicia y a la verdad, por lo que se declaró 
que, en tratando de este delito y este agraviado, la prescripción de 
la acción penal no operaba. Conozcamos enseguida las razones 
que nos llevaron a tal conclusión. 

En primer lugar, se declaró una violación a los 
derechos humanos del menor ofendido, consistente en la 
inconstitucionalidad de la decisión combatida por haber 
soslayado la protección del interés superior del menor, por haber 
dejado de aplicar en su beneficio los principios hermenéuticos 
pro persona y de interpretación conforme, y por haber dejado de 
ejercer control de convencionalidad y constitucionalidad'* en el 
asunto puesto en su conocimiento. Expliquemos por qué. 


14 Estamos en el entendido de que el bloque de constitucionalidad implica que hacer 
control de convencionalidad equivale a hacer control de constitucionalidad, pero 
hacemos la precisión en aras de la claridad para expresar que el juez dejó de aplicar 
preceptos del corpus iuris internacional tanto como abandonó los de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos en perjuicio del aquí ofendido. 
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Para ello, en primer término, debemos señalar que la decisión 
que asumió el juez fue fundamentada en los artículos 119, 120, 
fracción l, y 123 del código penal del estado. Expresamente 
señaló, en lo que interesa, que no encontraba disposición que 
le pudiera llevar a considerar que el hecho jurídico penalmente 
relevante del que conoció no se hallara prescrito, e indicó que 
entre el principio pro persona en favor del menor ofendido y los 
derechos de legalidad y seguridad jurídica a favor del imputado, 
debían prevalecer éstos últimos. Para ello, hizo referencia al 
artículo 106 de la ley general de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes para señalar que el mismo no es aplicable a este 
asunto y señaló que, a pesar de que hoy día el artículo 123 del 
código penal del estado establece que el delito de abusos sexuales 
en agravio de menores de edad es imprescriptible, tal disposición 
entró en vigor el cuatro de noviembre de dos mil veinte, después 
de acontecidos los hechos, por lo que no resultaba aplicable. 
Por lo tanto, declaró extinta la acción penal y, en consecuencia, 
decretó su sobreseimiento, razones por las que, además, dictó 
auto de no vinculación a proceso en favor del imputado. 

En el proyecto se consideró que esta decisión no respondía 
a los parámetros de regularidad constitucional que tutelan el 
interés superior del menor, ni al paradigma jurídico al que nuestro 
país se adscribió a partir de la reforma constitucional de diez de 
junio de dos mil once, por la que se aceptó en la constitución 
política de los Estados Unidos Mexicanos la corriente filosófica 
denominada constitucionalismo, la cual tiene como su base más 
sólida lo que filósofos como Rodolfo Luis Vigo han denominado 
constitucionalización del derecho,' que no es otra cosa sino 
15  Vidinextenso Vigo, Rodolfo Luis: Constitucionalización y judicialización del derecho. 


Del Estado de derecho legal al Estado de derecho constitucional. Porrúa. México. 
2013. ISBN: 9786070911422 
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la elevación a rango constitucional de lo que se ha venido 
reconociendo en la tradición jurídica occidental como derechos 
humanos, cuyo respeto a partir de su reconocimiento en las 
constituciones de los estados nacionales es una cuestión obligada 
para toda autoridad, en calidad de irrestricto. 

Es tal la relevancia de los derechos humanos en este modelo 
constitucional, que no sólo se reconocen los que se encuentran 
inscritos en lo que se denomina derecho doméstico en el 
derecho interno de un estado nacional, pues, sino que también se 
reconocen y protegen los que se encuentran en el llamado corpus 
iuris internacional, en el derecho internacional de los derechos 
humanos, los cuales vamos a encontrar plasmados en los tratados 
internacionales de la materia, cuyo rango axiológico es idéntico 
al de las constituciones, como es el caso de nuestro país, según 
consigna el artículo 1%, párrafo primero, de nuestra constitución. 

En el marco operativo, lo anterior implica que todas las 
normas del orden jurídico serán interpretadas y aplicadas de 
conformidad con la constitución, y siempre buscando la mayor 
protección para las personas. Esto significa que el baremo, el 
norte, que ha de dirigir la labor de interpretación de las normas 
es siempre el contenido constitucional en materia de derechos 
humanos; y de entre las normas que entren en juego, siempre 
habrá de preferirse la que brinde una mayor y mejor protección 
al derecho humano de que se trate, sea que se encuentre en el 
derecho doméstico, a cualquier nivel, o bien en el derecho 
internacional dentro de los tratados internacionales suscritos por 
el estado mexicano. 


99 
Enero-Marzo 2024 | Año 6 | No. 1 


Gaceta Judicial 


De esta suerte, el operador jurídico, dentro del modelo 
del constitucionalismo contemporáneo,'* debe tener bien claro 
que el paradigma positivista decimonónico ha sido superado 
desde la época de la segunda posguerra, y que la concepción 
del estado legal de derecho —hijo de la ilustración— no encuentra 
cabida en un modelo en el que el juez ya no es sólo la boca 
de la ley, sino el principal garante de la protección irrestricta 
de los derechos humanos, mismos que, a partir del proceso 
de constitucionalización del derecho, han transformado a la 
constitución en el parámetro de validez formal y material de todo 
el ordenamiento jurídico, cuyo marco operativo busca que la 
plena vigencia y cumplimiento de los preceptos constitucionales 
sean asegurados mediando una interpretación teleológica, 
siempre en favor de los derechos. 

Este es un marco general del modelo constitucional que rige 
hoy el actuar de toda autoridad en el estado mexicano, pero sobre 
todo, de sus jueces; dado que el proceso de constitucionalización 
del derecho vino acompañado de su judicialización, en razón de 
que son precisamente los jueces los garantes de la protección 
irrestricta de los derechos humanos, al realizar esta delicada tarea 
desde la primer línea de batalla, cuando los justiciables someten 
a su consideración sus conflictos jurídicos, hasta el momento 
procesal en que deba emitirse una decisión que clausura dichos 
conflictos. Serán los jueces, lato sensu, los guardianes de la 
constitucionalidad de las decisiones que impacten la esfera 


16 Para abundar sobre el concepto de constitucionalismo contemporáneo, véase 
Espinosa-Saldaña Barrera, Eloy: Sobre los límites de la justicia constitucional. 
Instituto de Estudios Constitucionales del Estado de Querétaro. México. 2021. pp. 
13-85 
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jurídica de los gobernados, procurando que se mantenga incólume 
aquél coto vedado del que habló Garzón Valdés; aquél espacio de 
lo indecidible, al que se refirió Ferrajoli. 

Descendiendo ahora en el nivel de análisis al caso que 
ocupa la atención, encontramos que se encuentran en juego, por 
una parte, los derechos a la legalidad y seguridad jurídica del 
imputado, tutelados por los artículos 14 y 16 de la constitución 
política de los Estados Unidos Mexicanos, que fueron la base 
jurídica sobre la que sentó el juez sus razones para la emisión de 
la decisión que se revisó; y por otro lado, el interés superior del 
menor, tutelado por los artículos 3.1 de la convención sobre los 
derechos del niño; 4”, párrafo noveno, de la constitución política 
de los Estados Unidos Mexicanos y 18 y 106 de la ley general de 
los derechos de niños niñas y adolescentes. 

Identifiquemos ahora el rango axiológico que reviste en 
nuestro orden jurídico el interés superior del menor, de la mano 
de lo que conceptualmente ha establecido la primera sala de la 
suprema corte de justicia de la nación, en jurisprudencia firme 
con número de registro 159897, con los siguientes rubro y texto: 


“(...) Interés superior del menor. Su concepto. 


En términos de los artículos 4o., párrafo octavo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 3 
de la Convención sobre los Derechos del Niño, ratificada 
por México y publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 25 de enero de 1991; y 3, 4, 6 y 7 de la Ley para la 
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, 
los tribunales, en todas las medidas que tomen relacionadas 
con los menores, deben atender primordialmente al 
interés superior del niño; concepto que interpretó la Corte 
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Interamericana de Derechos Humanos (cuya competencia 
contenciosa aceptó el Estado Mexicano el 16 de diciembre 
de 1998) de la siguiente manera: “la expresión “interés 
superior del niño” ... implica que el desarrollo de éste y el 
ejercicio pleno de sus derechos deben ser considerados 
como criterios rectores para la elaboración de normas y la 
aplicación de éstas en todos los órdenes relativos a la vida 
del niño (...).” 


Concepto cuyo marco operativo fue fijado por esa misma 
sala del alto tribunal en la tesis con número de registro 2000988, 
con rubro y texto siguientes: 


“(...) Interés superior del menor. Su función normativa 
como principio jurídico protector. 


La función del interés superior del menor como 
principio jurídico protector, es constituirse en una 
obligación para las autoridades estatales y con ello asegurar 
la efectividad de los derechos subjetivos de los menores, es 
decir, implica una prescripción de carácter imperativo, cuyo 
contenido es la satisfacción de todos los derechos del menor 
para potencializar el paradigma de la “protección integral”. 
Ahora bien, desde esta dimensión, el interés superior del 
menor, enfocado al deber estatal, se actualiza cuando en la 
normativa jurídica se reconocen expresamente el cúmulo 
de derechos y se dispone el mandato de efectivizarlos, y 
actualizado el supuesto jurídico para alcanzar la función 
de aquel principio, surge una serie de deberes que las 
autoridades estatales tienen que atender, entre los cuales 
se encuentra analizar, caso por caso, si ante situaciones 


102 
Enero-Marzo 2024 | Año 6 | No. 1 


Gaceta Judicial 


conflictivas donde existan otros intereses de terceros 
que no tienen el rango de derechos deben privilegiarse 
determinados derechos de los menores o cuando en el caso 
se traten de contraponer éstos contra los de otras personas; 
el alcance del interés superior del menor deberá fijarse 
según las circunstancias particulares del caso y no podrá 
implicar la exclusión de los derechos de terceros. En este 
mismo sentido, dicha dimensión conlleva el reconocimiento 
de un “núcleo duro de derechos”, esto es, aquellos derechos 
que no admiten restricción alguna y, por tanto, constituyen 
un límite infranqueable que alcanza, particularmente, al 
legislador; dentro de éstos se ubican el derecho a la vida, a 
la nacionalidad y a la identidad, a la libertad de pensamiento 
y de conciencia, a la salud, a la educación, a un nivel de 
vida adecuado, a realizar actividades propias de la edad 
(recreativas, culturales, etcétera) y a las garantías del 
derecho penal y procesal penal; además, el interés superior 
del menor como principio garantista, también implica la 
obligación de priorizar las políticas públicas destinadas a 
garantizar el “núcleo duro” de los derechos (...).” 


Al respecto, conviene traer a cuenta también lo que el comité 
de los derechos del niño de la organización de las naciones unidas 
estableció en la observación general número 14 (2013) sobre el 
derecho del niño a que su interés superior sea una consideración 
primordial, referida al artículo 3, párrafo 1 de la convención 
sobre los derechos del niño. En el capítulo 1 de la observación, 
párrafos 1 a 7, se establece el contenido y alcances del interés 
superior del niño en los siguientes términos: 
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“(...) A. El interés superior del niño: un derecho, un 
principio y una norma de procedimiento.'” 

1. El artículo 3, párrafo 1, de la Convención sobre 
los Derechos del Niño otorga al niño el derecho a que se 
considere y tenga en cuenta de manera primordial su interés 
superior en todas las medidas o decisiones que le afecten, 
tanto en la esfera pública como en la privada. Además, esa 
disposición establece uno de los valores fundamentales de 
la Convención. El Comité de los Derechos del Niño (el 
Comité) ha determinado que el artículo 3, párrafo 1, enuncia 
uno de los cuatro principios generales de la Convención en 
lo que respecta a la interpretación y aplicación de todos los 
derechos del niño'*, y lo aplica como un concepto dinámico 
debe evaluarse adecuadamente en cada contexto. 

2. El “interés superior del niño” no es un concepto 
nuevo. En efecto, es anterior a la Convención y ya se 
consagraba en la Declaración de los Derechos del Niño, de 
1959 (párr. 2) y la Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer (arts. 5 b) y 16, 
párr. 1 d)), así como en instrumentos regionales y numerosas 
normas jurídicas nacionales e internacionales. 


17 Organización de las naciones unidas: Observación general N* 14 (2013) sobre el 
derecho del niño a que su interés superior sea una consideración primordial (artículo 
3, párrafo 1). Recurso digital disponible en https://www.observatoriodelainfancia. 
es/oia/esp/descargar.aspx?id=39908tipo=documento consultado el 16 de enero de 
2024. 


18 Observación general N* 5 (2003) sobre las medidas generales de aplicación de 
la Convención sobre los Derechos del Niño, párr. 12; y Observación general N* 


12 (2009) sobre el derecho del niño a ser escuchado, párr. 2. Nota original del 
documento. 


104 
Enero-Marzo 2024 | Año 6 | No. 1 


19 


20 


Gaceta Judicial 


3. La Convención también se refiere explícitamente al 
interés superior del niño en otras disposiciones, a saber: el 
artículo 9 (separación de los padres); el artículo 10 (reunión 
de la familia); el artículo 18 (obligaciones de los padres); 
el artículo 20 (privación de un medio familiar y otros tipos 
de cuidado); el artículo 21 (adopción); el artículo 37 c) 
(separación de los adultos durante la privación de libertad), 
y el artículo 40, párrafo 2 b) 111), (garantías procesales, 
incluida la presencia de los padres en las audiencias de las 
causas penales relativas a los niños en conflicto con la ley). 
También se hace referencia al interés superior del niño en el 
Protocolo facultativo de la Convención relativo a la venta 
de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños 
en la pornografía (preámbulo y artículo 8) y el Protocolo 
facultativo de la Convención relativo a un procedimiento de 
comunicaciones (preámbulo y artículos 2 y 3). 

4. El objetivo del concepto de interés superior del 
niño es garantizar el disfrute pleno y efectivo de todos los 
derechos reconocidos por la Convención y el desarrollo 
holístico del niño'”. El Comité ya ha señalado” que “[1] 
o que a juicio de un adulto es el interés superior del niño 
no puede primar sobre la obligación de respetar todos los 
derechos del niño enunciados en la Convención”. Recuerda 
que en la Convención no hay una jerarquía de derechos; 


El Comité espera que los Estados interpreten el término “desarrollo” como “concepto 
holístico que abarca el desarrollo físico, mental, espiritual, moral, psicológico y social 


del niño” (Observación general N* 5, párr. 12). Nota original del documento. 


Observación general N* 13 (2011) sobre el derecho del niño a no ser objeto de 


ninguna forma de violencia, párr. 61. Nota original del documento. 
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todos los derechos previstos responden al “interés superior 
del niño” y ningún derecho debería verse perjudicado por 
una interpretación negativa del interés superior del niño. 

5. La plena aplicación del concepto de interés superior 
del niño exige adoptar un enfoque basado en los derechos, en 
el que colaboren todos los intervinientes, a fin de garantizar 
la integridad física, psicológica, moral y espiritual holísticas 
del niño y promover su dignidad humana. 

6. El Comité subraya que el interés superior del niño es 
un concepto triple: 

a) Un derecho sustantivo: el derecho del niño a que 
su interés superior sea una consideración primordial que se 
evalúe y tenga en cuenta al sopesar distintos intereses para 
tomar una decisión sobre una cuestión debatida, y la garantía 
de que ese derecho se pondrá en práctica siempre que se 
tenga que adoptar una decisión que afecte a un niño, a un 
grupo de niños concreto o genérico o a los niños en general. 
El artículo 3, párrafo 1, establece una obligación intrínseca 
para los Estados, es de aplicación directa (aplicabilidad 
inmediata) y puede invocarse ante los tribunales. 

b) Un principio jurídico interpretativo fundamental: si 
una disposición jurídica admite más de una interpretación, 
se elegirá la interpretación que satisfaga de manera 
más efectiva el interés superior del niño. Los derechos 
consagrados en la Convención y sus Protocolos facultativos 
establecen el marco interpretativo. 

c) Una norma de procedimiento: siempre que se tenga 
que tomar una decisión que afecte a un niño en concreto, 
a un grupo de niños concreto o a los niños en general, el 
proceso de adopción de decisiones deberá incluir una 
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estimación de las posibles repercusiones (positivas oO 
negativas) de la decisión en el niño o los niños interesados. 
La evaluación y determinación del interés superior del niño 
requieren garantías procesales. Además, la justificación de 
las decisiones debe dejar patente que se ha tenido en cuenta 
explícitamente ese derecho. En este sentido, los Estados 
partes deberán explicar cómo se ha respetado este derecho 
en la decisión, es decir, qué se ha considerado que atendía 
al interés superior del niño, en qué criterios se ha basado 
la decisión y cómo se han ponderado los intereses del niño 
frente a otras consideraciones, ya se trate de cuestiones 
normativas generales o de casos concretos. 

7. En la presente observación general, la expresión “el 
interés superior del niño” abarca las tres dimensiones arriba 
expuestas (...).” 


Por otra parte, el párrafo 17 del capítulo IV indica lo 
siguiente: 


“(...) 17. El objetivo del artículo 3, párrafo 1, es velar 
por que el derecho se observe en todas las decisiones y 
medidas relacionadas con el niño. Esto significa que, en 
cualquier medida que tenga que ver con uno o varios niños, 
su interés superior deberá ser una consideración primordial 
a que se atenderá. El término “medida” incluye no solo 
las decisiones, sino también todos los actos, conductas, 
propuestas, servicios, procedimientos y demás iniciativas 


le 


Los párrafos 19 y 20 del mismo capítulo señalan: 
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“(...) 19. La obligación jurídica se aplica a todas las 
decisiones y medidas que afectan directa o indirectamente 
a los niños. Por lo tanto, la expresión “concernientes a” 
se refiere, en primer lugar, a las medidas y decisiones 
relacionadas directamente con un niño, un grupo de niños 
o los niños en general y, en segundo lugar, a otras medidas 
que repercutan en un niño en particular, un grupo de niños 
o los niños en general, aunque la medida no vaya dirigida 
directamente a ellos. Como se indica en la Observación 
general N* 7 (2005) del Comité, ello incluye las medidas 
que afecten directamente a los niños (por ejemplo, en 
relación con los servicios de atención de la salud, sistemas 
de guarda o escuelas), así como aquellas que repercutan 
indirectamente en los niños pequeños y otros grupos de 
población (por ejemplo, en relación con el medio ambiente, 
la vivienda o el transporte) (párr. 13 b)). Así pues, la 
expresión “concernientes a” debe entenderse en un sentido 
muy amplio. 

20. En efecto, todas las medidas adoptadas por un 
Estado afectan de una manera u otra a los niños. Ello no 
significa que cada medida que tome el Estado deba prever 
un proceso completo y oficial para evaluar y determinar el 
interés superior del niño. Sin embargo, cuando una decisión 
vaya a tener repercusiones importantes en uno o varios 
niños, es preciso adoptar un mayor nivel de protección y 
procedimientos detallados para tener en cuenta su interés 
superior. Así pues, en relación con las medidas que no se 
refieren directamente a uno o varios niños, la expresión 
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“concernientes a” tendría que aclararse en función de las 
circunstancias de cada caso para evaluar los efectos de la 
medida en el niño o los niños (...).” 


Y los párrafos 25 y 27 de ese mismo apartado estipulan: 


“(...) 25. La obligación de los Estados de tener 
debidamente en cuenta el interés superior del niño es 
un deber general que abarca a todas las instituciones 
públicas y privadas de bienestar social, los tribunales, las 
autoridades administrativas y los órganos legislativos que se 
ocupen de los niños o les afecten. Aunque no se menciona 
explícitamente a los padres en el artículo 3, párrafo 1, el 
interés superior del niño será “su preocupación fundamental” 
(art. 18, párr. 1). 

27. El Comité subraya que el término “tribunales” 
alude a todos los procedimientos judiciales, de cualquier 
instancia, ya estén integrados por jueces profesionales o 
personas que no lo sean, y todas las actuaciones conexas 
relacionadas con niños, sin restricción alguna. Ello incluye 
los procesos de conciliación, mediación y arbitraje (...).” 


En atención, entre otras, a estas directrices, el legislador 
mexicano emitió, el cuatro de diciembre de dos mil catorce, la 
ley general de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, en 
cuyo artículo 106, último párrafo se encuentra el quid? de este 
fallo. Dicho párrafo lo integra el siguiente enunciado: 


21 Esencia, punto más importante o porqué de una cosa. Real academia española: 
Quid, en Diccionario de la lengua española. Recurso digital disponible en https://dle. 
rae.es/quid, consultado el 4 de mayo de 2022 
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“(...) No podrá declararse la caducidad ni la prescripción en 
perjuicio de niñas, niños y adolescentes (...).” 


Todo lo hasta aquí reseñado constituye el entramado 
jurídico que debió haber sido utilizado por el juez en un ejercicio 
de interpretación conforme, y con directriz pro persona en favor 
del menor ofendido, pero que no utilizó, por lo que se determinó 
reparar ese agravio en favor del ofendido, bajo las razones que se 
expondrán enseguida. 

El interés superior del niño es un derecho humano de rango 
constitucional. Está consignado en el artículo 4* de la constitución 
política de los Estados Unidos Mexicanos, disposición que, 
además, garantiza su plena vigencia en toda decisión y actuación 
del Estado. Como tal, su protección se ve reforzada por el 
diverso numeral 1” de la propia Carta Magna. No se soslaya 
que los derechos de legalidad y seguridad jurídica” tienen el 
mismo rango constitucional que el interés superior del niño, pero 
averigúemos si en el caso concreto existieron razones para hacer 
prevalecer éste sobre aquél. 

La figura jurídica de la prescripción de la acción penal 
garantiza a una persona que pudo haber cometido un delito que, 
por el solo transcurso del tiempo, el estado perderá el derecho 
a perseguir en los tribunales ese delito, pues la prescripción 
extingue la acción penal. Por virtud de los derechos de legalidad 
y seguridad jurídica, la prescripción opera como una regla: si 
se actualiza el supuesto temporal respectivo contenido en las 
leyes, opera; si no se actualiza ese requisito temporal, no opera. 
Sin cortapisas. Frente a esto, tenemos los derechos de acceso a 


22 Artículos 14 y 16 de la Constitución Federal. 
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la verdad y la justicia de un niño víctima de un delito de índole 
sexual. Estos son los derechos humanos que encontramos en 
tensión. 

Ahora bien, el estado mexicano ha coincidido, con el 
concierto internacional, en que se debe garantizar el desarrollo 
integral de las niñas, niños y adolescentes, lo que implica, 
desde luego, sus dimensiones física, mental, espiritual, moral, 
psicológica y social, por lo que ha elevado estos aspectos a 
nivel de protección constitucional, sin dejar de observar que están 
igualmente protegidos por un tratado internacional jurídicamente 
vinculante, como es la convención sobre los derechos del niño. 

Luego, un delito sexual cometido en perjuicio de una niña, 
niño o adolescente, indudablemente deja una profunda impronta 
en sus dimensionas espiritual, mental, moral y psicológica; 
incluso en la física. Es tal el impacto que producen estos delitos 
en los menores que por esa razón se ha considerado declarar la 
imprescriptibilidad de los mismos, en un afán de obtener, en 
cualquier tiempo, justicia y verdad para quienes fueron víctimas 
de ellos. Tal es la teleología ínsita en la norma que subyace a la 
disposición contenida en el último párrafo del artículo 106 de la 
ley general de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, 
cuyo significado interpretativo, conforme a las disposiciones 
convencionales y constitucionales para el caso que ocupa la 
atención, podemos plasmar en el siguiente enunciado: 


23 Artículos 17, segundo párrafo de la constitución federal y 2, fracción l, de la ley 
general de víctimas. 


24 Observación General N* 5 (2003): Medidas generales de aplicación de la Convención 
sobre los Derechos del Niño (artículos 4 y 42 y párrafo 6 del artículo 44) (CRC/ 
GC/2003/5), párrafo 12. 
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“(...) Cuando la víctima de un delito sexual sea una 
niña, niño o adolescente, no operará la prescripción de la 
acción penal (...).”2 


Ante a esta consideración, se concluyó que no puede 
prevalecer la figura de la prescripción de la acción penal 
frente a la finalidad de obtener verdad y justicia para un menor 
de edad víctima de un delito sexual, pues ello tendría como 
consecuencia una afectación a su esfera integral de desarrollo, 
lo que es refractario a los fines de protección de los menores que 
constitucionalmente se ha propuesto el Estado mexicano. 


25 Se hace esta acotación precisa respecto de los delitos sexuales porque, como se 
establece en el protocolo de actuación para quienes imparten justicia en casos 
que involucren niñas, niños y adolescentes, página 44, donde se cita a los autores 
Margarita Griesbach y Ricardo Ortega, para señalar la forma en que ellos cuestionan 
que el interés superior del menor se utilice para sobreponer de modo absoluto el 
derecho del niño frente a los derechos de los adultos, pues a lo que obliga ese 
principio es a la valoración integral de toda posible afectación de los derechos de 
un niño o niña frente a un conflicto de derechos, o sea que el análisis de la posible 
afectación de derechos de la infancia parta de un escrutinio estricto , en el que se 
reconozcan las repercusiones de una afectación respecto de la protección integral 
de derechos, interpretando con base en el principio de interdependencia. 

Cfr. Suprema corte de justicia de la nación: Protocolo de actuación para quienes 
imparten justicia en casos que involucren niñas, niños y adolescentes. Suprema 
corte de justicia de la nación. 2* ed. México. 2014. ISBN: 978-607-468-641-8. 
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Conclusiones 


m] | efecto que buscaron los proyectos de resolución 
d| reseñados —de los que debe decirse que fueron 
aprobados y publicados— fue, en el primer caso, el 
| de abonar a la precisión del tema de la competencia 
para vigilar las condiciones de internamiento de 
una persona privada de la libertad bajo medida cautelar de prisión 
preventiva. 

En el segundo caso, la intención fue la de poner en práctica 
las herramientas hermenéuticas de los principios de interpretación 
conforme y pro persona, con el fin de identificar cuáles de los 
derechos en juego debían prevalecer y por qué razones 

Esperamos haber alcanzado los objetivos propuestos en 
ambos; y en caso de que se considere que no fue así, estamos 
abiertos a la crítica constructiva; porque, al final del día, de eso 
va la apuesta en este trabajo. 
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Cadáveres en el hospital civil. 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 
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Familiares acompañando a uno de los heridos. 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 


En la página siguiente: La llamada 
colonia leonesa de la ciudad de México, 
protestando, de manera silenciosa, por los 
hechos ocurridos en León. 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 
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Matanza del dos de enero de 
11946 
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Protesta en la esquina de las calles 5 de 
mayo y Pedro Moreno. 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 
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Sobre el 2 de enero de 1946 
Lic. Rafael Rosado Cabrera 


Se agradece al Archivo Histórico Municipal de León las 
facilidades otorgadas para la elaboración del presente. 


(...) ¡Oh mi gran pueblo de León! 
pueblo valiente y honrado, 
contigo en mi corazón 

tus desgracias he llorado. 

Por tu valor y tu nombre 

eres un León de verdad 

con tu sangre conquistaste 

tu honor y tu libertad (...). 


Corrido anónimo, cuyos fragmentos fueron extraídos de Avitia Hernández, Antonio: 
Corrido histórico mexicano. Voy a cantarles la historia (1936-1985). T. V. Ed. Porrúa. 
1998. México. ISBN: 970-07-1235-4. p. 85. 
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Al día siguiente, aún estaba tirado el ataúd que 
llevaba pintadas las siglas del P.R.M. con la leyenda 
R.I.P. 

Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 


Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 
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I 


e ha insistido en esta revista que el olvido es un 
ladrón de la memoria. Y no falta razón. Decir 
que la lucha posrevolucionaria por la democracia 
inició en León, no es mentir, ya que fue en esta 
ciudad donde la gente manifestó su hartazgo por la 
imposición y la intromisión en la vida municipal, en una flagrante 
violación del artículo 115 de la constitución política mexicana. 

No obstante, dicha lucha ha estado cayendo en el olvido; 
es decir, siendo robada, saqueada. ¿Por qué? Por la sencilla 
razón de que la generación actual de leoneses —y guanajuatenses 
en general-, están olvidando su deber público de vigilar el 
hacer gubernamental, y que es el electorado quien, de manera 
responsable e informada, debe elegir a sus gobernantes y 
representantes, y no por la lealtad ciega a un color determinado, o 
por supuesta tradición. Eso no es democracia. Nuestros mayores 
no dieron la vida por eso. 

Decididamente no es posible afirmar que aquella generación 
de leoneses tenía más conciencia cívica que la actual. No se 
cuentan, al momento de escribir estas líneas, con parámetros 
objetivos para hacer esa afirmación. Pero que un pueblo se haya 
unido por exigir sus derechos políticos, haciendo frente al poder 
puro y duro, y al radicalismo con que algunos ejercieron ese 
poder, no es cosa fácil. Cualquiera se amilana. 
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Por eso, es importante recuperar, en su forma más pura 
posible, la memoria de aquellos hechos, como una forma de 
demostrar que un adecuado ejercicio político y electoral, es lo que 
se ha afirmado anteriormente: Información, conciencia cívica?, y 
moderación en el ejercicio del poder. 


ll 


La ciudad guanajuatense, aparentemente, estaba en una mala 
situación al momento de decidir quién sucedería al Dr. Salvador 
Muñoz Orozco en las elecciones municipales de 1945. Todo esto 
era reflejado de manera jocosa en la prensa: 


“(...) León es una ciudad que se parece mucho a 
Londres, por su niebla (de polvo); pero también se parece a 
Berlín, por sus calles destripadas y sus casas caídas. 

Estamos reteorgullosos de que nuestra ciudad se 
parezca a las grandes capitales (...).” 


2 Sobre el particular, se debe poner énfasis en la raíz primitiva de los términos 
conciencia y cívica. Conciencia, del latín conscientia, da a entender la idea de “(...) 
capacidad de reconocier la diferencia entre el bien y el mal en la conducta propia; 
capacidad de darse cuenta de la existencia, las sensaciones, los pensamientos y el 
ambiente de uno mismo (...). En el ámbito político, se aplica a la forma en que se 
elige a los gobernantes, a ponderar y sopesar, sin apasionamientos y sin favoritismos 
personales o lealtades, la capacidad de aquel para desempeñar el puesto para el 
cual él se propone, y cívica, del latín civicus, “(...) de una ciudad, de un ciudadano 
(...)” es decir, lo que pertenece y atañe a un ciudadano, es decir, su comunidad. 
Por lo tanto, es dable afirmar que la conciencia cívica, en el caso de las elecciones, 
es la ponderación de las cualidades de un candidato para ocuparse de los asuntos 
concernientes a la comunidad. 

Gómez de Silva, Guido: Breve diccionario etimológico de la lengua española. El 
colegio de México. Fondo de cultura económica. 1988. México. passim. 
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“(...) Yo nací en el Tuplipán, un rancho que está cerca 
de Romita. Soy gente humilde y sencilla del campo, y al ver 
las calles de León tan lindamente barbechadas me han dado 
ganas de sembrar en ellas mi maicito. ¡Verían qué milpas! 


(JA 


Los chistes que se han insertado reflejaban una ciudad 
invadida de obra pública eterna y de zanjas para instalar la 
nueva tubería, lo que mantenía a la gente con el agua racionada. 
Además, el sector empresarial soportaba cargas fiscales que le 
parecían excesivas, para subsidiar servicios públicos considerados 
francamente ineficientes. Evidentemente, esto generó molestia 
entre la población, y sólo hacía falta que alguien capitalizara ese 
descontento. 

Ese alguien sería la unión cívica leonesa, un partido cuyo 
perfil ha sido caracterizado como 


“(...) una organización civil pluriclasista, en la cual 
participaban comerciantes, industriales, hacendados, 
empresarios, obreros, artesanos y amas de casa que, 
por diferentes razones, se oponían a la imposición de 
un candidato desde el centro político del país; esto 
independientemente de su arraigo local (...).”* 


3 Trueba, Alfonso: La batalla de León por el Municipio Libre. Colección Figuras y 
episodios de la historia de México. Ed. Jus. 2? ed. Mexico. pp. 12 y 13. 


4 Martínez Assad, Carlos R.: El pasado y el presente político de Guanajuato, en 
Estudios Sociológicos. El Colegio de México. Vol. XV, núm. 44, mayo-agosto. 
México. 1997. Recurso digital disponible en https://estudiossociologicos.colmex.mx/ 
index.php/es/article/view/862 consultado el 13 de enero de 2024. 
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Este partido estaría integrado por una cantidad variopinta 
de miembros, denotando su carácter pluriclasista: Ricardo 
Hernández Orcini, agente de seguros, como presidente, Jesús 
Garibay, funcionario del sindicato ferrocarrilero, como secretario, 
Florencio Quiroz, industrial del calzado, como tesorero.* 

El objetivo de la UCL era incentivar la participación 
ciudadana en el gobierno, a través del cumplimiento de la 
voluntad popular manifestada a través del voto, transparencia 
gubernamental, tomar en cuenta a la ciudadanía en relación a las 
decisiones presupuestarias, prioridad de las iniciativas locales 
en relación con la obra pública, promover juntas de vecinos 
que coadyuvaran con las decisiones de la obra pública, y el 
respeto a los derechos humanos,* además de luchar por elegir un 
ayuntamiento auténtico y representativo, mejorar los servicios 
municipales, acabar con la corrupción y amainar la avaricia fiscal 
promovida desde el despacho del gobernador del estado.” 


5 Martínez Assad, Carlos R.: El pasado y el presente político de Guanajuato, en 

Estudios Sociológicos. El Colegio de México. Vol. XV, núm. 44, mayo-agosto. 
México. 1997. Recurso digital disponible en https://estudiossociologicos.colmex.mx/ 
index.php/es/article/view/862 consultado el 13 de enero de 2024. 
Comisión nacional de derechos humanos: Matanza de León, Guanajuato, de cientos 
de ciudadanos que defendían su derecho a la democracia. Recurso digital disponible 
en  https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2023-12/FRN_ENE_02- 
1.pdf consultado el 13 de enero de 2024. 


6 Martínez Assad, Carlos, y Serrano Álvarez, Pablo: ¿Qué pasó realmente en León? 
en Relatos e Historias de México. Ed. Raíces. No. 84. Agosto 2015. México. p. 60 


7 Karszembaum Grubois, Adriana: La tradición social católica en los inicios del Frente 
Auténtico del Trabajo (FAT) en el municipio de León, Guanajuato (1960-1968), 
Universidad Iberoamericana. Instituto cultural de León. 2008. León, Guanajuato, 
México. ISBN: 978-607-95067-3-5. p 60. 
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La fundación del partido se llevó a cabo el 6 de julio de 
1945, en el casino León.* Bajo el lema ¡Por un León mejor!, el 
proyecto lucía interesante: El nuevo partido contaba con recursos, 
es decir, apoyo de prominentes familias empresariales leonesas, 
como los Obregón, los Pons y los Aranda,? y un diario: La voz de 
León. 

Pero tenían un factor en contra: la indiferencia popular por 
los asuntos públicos,'” por lo que se tendría que hacer toda una 
labor de promoción de la nueva estructura política que se había 
creado, empezando por nombrar a un candidato. 


108 


No obstante la urgencia de un candidato, la UCL recibió una 
visita interesante: la de la unión nacional sinarquista, y del PAN. 
El sinarquismo necesitaba ganar puntos políticos, y a pesar de 
los cismas que habían ocurrido en su seno, aún tenía fuerza, y 


8 Este establecimiento se localizaba en la segunda planta de una edificación 
con portada morisca en la actual zona peatonal de León. Para mayor 
referencia, se puede visitar el siguiente enlace:  https://www.google. 
com.mx/maps/021.1227301,-101.6828899,2a,75y,115.28h,100.54t/ 
data=!3m6!1e1!3m4!1sNDQchSD7IIZVdAOsHuebFQ!2e0!7i13312!8i66567entry=ttu 


9 Martínez Assad, Carlos R.: El pasado y el presente político de Guanajuato, en 
Estudios Sociológicos. El Colegio de México. Vol. XV, núm. 44, mayo-agosto. 
México. 1997. Recurso digital disponible en https://estudiossociologicos.colmex.mx/ 
index.php/es/article/view/862 consultado el 13 de enero de 2024. 


10 Martínez Assad, Carlos R.: El pasado y el presente político de Guanajuato, en 
Estudios Sociológicos. El Colegio de México. Vol. XV, núm. 44, mayo-agosto. 
México. 1997. Recurso digital disponible en https://estudiossociologicos.colmex.mx/ 
index.php/es/article/view/862 consultado el 13 de enero de 2024. 
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estaba en pleno proceso de reestructuración,'' el cual esperaba 


apuntalar en las elecciones leonesas; y para ello, se presentaron 
ante la unión cívica a efecto de aliarse. 

Pero no todo el sinarquismo se mostró a favor de dicha 
alianza, ya que algunos acusaban a los civilistas de ser masones 
y rojos, término peyorativo que se usaba para referirse a los 
comunistas, por lo que la alianza no fue unánime, sino que podría 
calificarse como no formal, no oficial y aislada.'” 

Mientras tanto, la UCL también se mostraba recelosa 
de los sinarquistas ya que, aunque aceptando la alianza, fue 
relativamente condicionada a que la UNS no diera a conocer 
su involucramiento con la UCL, llegando incluso a decirse 
públicamente que la UNS no estaba de acuerdo con la UCL 
en sus métodos, declarando a sus dirigentes sus adversarios, 
añadiéndoles el mote de burgueses. Es decir, las posturas oficiales 
de ambas organizaciones disponían un distanciamiento entre los 
dos grupos, pero los jefes locales de la UNS apoyaban en materia 
logística a la UCL, llegando a concurrir a los mítines de esta.'* 


IV 


En contrapartida, el Partido de la Revolución Mexicana — 
contando aparentemente con el apoyo de la Confederación de 
Trabajadores de México y de su líder, Fidel Velázquez—, fijó una 
postura clara: su candidato sería el Dr. Ignacio Quiroz Ortiz. El 
candidato oficial, aunque con aparente buena voluntad,'* y a pesar 
11 Serrano Álvarez, Pablo: La batalla del... p 714 
12 Serrano Álvarez, Pablo: La batalla del... passim. 

13 Serrano Álvarez, Pablo: La batalla del... pp. 723 y 724. 


14 Trueba, Alfonso: La batalla de... pp. 56 y 57. 
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de ser un individuo conocido en la ciudad, por su cercanía con 
el oficialismo que lo postuló, y en particular, con el presidente 
municipal que había causado el descontento del pueblo, no contó 
desde el principio con la simpatía del electorado. 

Además de la antipatía que aparentemente despertaba 
Quiroz, el PRM no se preocupó por formular un programa de 
gobierno,!* ya que su apuesta, aparentemente, era la inercia de 
imbatibilidad con que hasta el momento contaba el partido, y si 
no... la imposición. 

Además de la CTM, evidentemente Quiroz contaba con 
el apoyo total de Ernesto Hidalgo, gobernador de la entidad, 
con quien se reunió la cúpula de la UCL, para manifestarle la 
exigencia de que garantizara un juego limpio en las elecciones. 
Hidalgo, quien veía con relativa simpatía el surgimiento de la 
UCL**?”, sacó a relucir la idea de democracia dirigida,' lo que 
creó un clima de sospecha entre la UCL y sus partidarios. 


15 Serrano Álvarez, Pablo: La batalla del... p. 723. 


16 Martínez Assad, Carlos R.: El pasado y el presente político de Guanajuato, en 
Estudios Sociológicos. El Colegio de México. Vol. XV, núm. 44, mayo-agosto. 
México. 1997. Recurso digital disponible en https://estudiossociologicos.colmex.mx/ 
index.php/es/article/view/862 consultado el 13 de enero de 2024. 


17 Según cita Alfonso Trueba, Hidalgo, en una entrevista, comentó que “(...) La 
presencia de este grupo en la lucha democrática y en el desenvolvimiento social 
de León, merece sincera complacencia del que habla (...).” Cfr. Trueba, Alfonso: La 
batalla de... p. 23. 


18 La idea de democracia dirigida fue teorizada en 2008 por Sheldon S. Wolin, en su 
texto Democracy Incorporated: Managed Democracy and the Specter of Inverted 
Totalitarianism, donde da a entender que el electorado es guiado casi sutilmente 
por el estado para que crea que esta eligiendo a sus gobernantes, cuando en 
realidad los gobernantes no responden a ese electorado, sino a las corporaciones 
empresariales que son quienes en realidad dirigen las políticas y tienen el poder. 

No obstante, la idea de Hidalgo era una suerte de paráfrasis de las etapas marxistas 
del paso de la dictadura del proletariado hacia el socialismo, a saber: Que la 
democracia dirigida era la etapa en virtud de la cual, una vez superados los vicios 
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v 


Hubo fumata bianca el 28 de noviembre de 1945, es decir, a 
19 días de las elecciones. Tras varias nominaciones infructuosas, 
el candidato abanderado por la UCL fue Carlos A. Obregón, un 
empresario local a quienes vitorearon los partidarios de dicho 
partido frente a su casa. 

Prácticamente, la UCL ya había hecho la campaña, a través 
de mítines!” por toda la ciudad, además de la propaganda a través 
del diario La voz de León. Sólo faltaba rematar la faena. Y a esta 
se sucedieron desfiles y manifestaciones multitudinarias en todos 
los sectores de la ciudad; todos ellos encabezados por el ahora 
candidato, quien dirigía a sus simpatizantes discursos sobre su 
programa de gobierno, el cual se caracterizaría por la honestidad. 

Sólo quedaba la elección. 


vI 


Domingo 16 de diciembre de 1945. 9 horas. Según lo 
narrado por Trueba”, incluso hubo casillas que, al ser abiertas, 
ya contaban con supuestos funcionarios de casilla, lo que 


de la realidad política mexicana, mejorados los procedimientos democráticos y 
atemperadas las pasiones políticas, se podría llegar al estado de la democracia 
institucional u orgánica. 

Para ello, el PRM tendría un papel fundamental, que consistía en ser el guía para 
llegar a ese estado de la democracia, ya que los demás eran incapaces de hacerlo. 
Vid. Rodríguez Martínez Héctor Hesiquio: Los mártires de la democracia. 2 de enero 
de 1946. Ediciones del Archivo Histórico Municipal de León. León, Guanajuato, 
México. S/F. p. 72. 


19 Cfr. Trueba, Alfonso: La batalla de... Sección “Documentos gráficos”. 


20 Trueba, Alfonso: La batalla de... p 40 
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aparentemente violentaba la legislación vigente,?! ya que la ley 
imponía como obligación que los cinco primeros individuos de la 
fila de electores fueran designados como funcionarios para vigilar 
la legalidad del voto. Entonces, al advertir que ya había gente, la 
indignación se extendió entre los electores, “(...) y no faltaron 
en la mayoría de las casillas, bochornosas escaramuzas; unas a 
golpes y otras con palabras altisonantes (...)”*, tras las cuales, 
quedaron instaladas las casillas electorales como lo determinaba 
la legalidad vigente. 

Lo siguiente: No había ni padrón, ni boletas ni actas. 
Entonces, estas se improvisaron, y aparentemente, los ciudadanos 
hicieron su voto de manera libre, pero no secreta, porque a efecto 
de dar mayor autenticidad, cada ciudadano puso su nombre y 
firma o huella en su respectiva boleta, y así se depositaron en las 
respectivas casillas. 

Desde las dos de la tarde se había anunciado el triunfo de 
Obregón, el candidato de la UCL, por lo que el electorado estaba 
feliz. 


VII 


Jueves 20 de diciembre. La ciudad estaba detenida. La 
ley, para el conteo de los votos, preveía la constitución de las 
denominadas juntas computadoras, las cuales se encargarían del 
conteo o cómputo de los votos emitidos en las casillas. 


21 La legislación vigente era la ley orgánica para la renovación de ayuntamientos, 
publicada en el periódico oficial del estado en el tomo IV, números 40 y 41, de fecha 
15 y 18 de noviembre de 1917 


22 Serrano Álvarez, Pablo: La batalla del... p. 725. 
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Según Trueba,” el mismo día de la elección, el oficialismo 
estuvo recogiendo papeletas para rellenar las casillas, 
pretendiendo llegar con más votos de los que supuestamente 
recibieron. 

Así las cosas, para el cómputo de votos se reunieron dos 
juntas: la del oficialismo, que se instaló en el cine Ideal —en el 
portal Padilla—, mientras que la junta civilista se instaló en el 
jardín de la industria —la actual plaza de los fundadores—. 

Los resultados que emitieron dichos órganos colegiados 
fueron: la civilista: votos para Carlos A. Obregón: 22,173. Votos 
para Ignacio Quiroz: 58.?* 2 La junta computadora oficialista ni 
siquiera dio un resultado,” pero al final del día, declaró como 
vencedor a su candidato, al igual que la junta civilista, con la 
diferencia de que la UCL había hecho el conteo de votos frente 
a notario público, que dio fe de ello?”, mientras que la junta del 
PRM estaba fuertemente custodiada por militares.? 

Así las cosas, la UCL se aprestó a dar el siguiente paso: 
exigir a Hidalgo las debidas garantías para que se cumpliera la 
voluntad popular. 


23 Trueba, Alfonso: La batalla de... p 41. 
24 Trueba, Alfonso: La batalla de... p 41. 


25 Martínez Assad, Carlos, y Serrano Álvarez, Pablo: ¿Qué pasó realmente... pp. 60 y 
61 


26 Martínez Assad, Carlos, y Serrano Álvarez, Pablo: ¿Qué pasó realmente... p. 61 


27 Romano Morales, Rocío: C. Caso León, en La justicia electoral en México. 20 
años. T. |. Estudios doctrinales. Manuel González Oropeza (Coordinador). Tribunal 
electoral del poder judicial de la federación. 2008. México. ISBN: 978-607-7599-06- 
7.p 278. 


28 Trueba, Alfonso: La batalla de... p 42. 
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VII 


Después del conteo, salió una caravana hacia la capital, 
pidiendo audiencia al gobernador, que admitió una comisión que 
representara al contingente, que aparentemente era de más de 
cien automóviles y autobuses.” 

Hidalgo los recibió, pero siguió en sus trece, aduciendo que 
él no podía estar en contra de su partido, y terminó supuestamente: 
“(...) Yo impondré el orden en León, cueste lo que cueste (....).” 

A estas alturas, los directivos civilistas se dirigieron a 
la capital del país. Hablaron con subsecretarios, secretarios 
particulares, senadores, un ministro de la corte, con el 
procurador general de la república José Aguilar y Maya, hasta 
que el presidente Ávila Camacho dio un consejo supuestamente 
vinculante para el gobernador Hidalgo, en el sentido de que las 
elecciones en León deberían ser anuladas.** 

No obstante, Ernesto Hidalgo se las arregló para obtener 
una breve entrevista con el presidente, donde obtuvo carta blanca 
para resolver lo que a él mejor le pareciera. 


IX 


Lunes 31 de diciembre de 1945. Las tropas comandadas 
por los coroneles Emilio Olvera Barrón y Pablo Cano Martínez 
seguían apostadas en León desde la noche del miércoles 19 de 
diciembre de 1945, es decir, el día anterior a la constitución de 
las dos juntas computadoras. 


29 Trueba, Alfonso: La batalla de... p 43. 


30 Trueba, Alfonso: La batalla de... pp. 46-48. 
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Los ánimos estaban sumamente caldeados, pero se trataban 
de mantener las formas. 

La UCL convocó a un mitin para el primero de enero de 
1946 en el parque Hidalgo, es decir, a poco más de un kilómetro 
en línea recta de la plaza principal. Mientras llegaban agraristas 
de municipios vecinos, en auxilio de las tropas acantonadas y de 
la policía, en previsión de algún conflicto.*' 

El mitin se llevó a cabo, y fue duramente reprimido. 
Culatazos, golpes, insultos, caballos sobre la gente, y de esta 
manera, se disolvió el mitin. 

Mientras tanto, el gobierno que pretendía encabezar el 
Dr. Ignacio Quiroz tomaba posesión del ayuntamiento, ante 
las protestas de la multitud ahora reunida en la plaza de la 
constitución —hoy plaza de los mártires del dos de enero—. Al 
final, pudo hacerlo, para luego salir al día siguiente rumbo a 
Guanajuato, auxiliado por algunos directivos de la UCL. 


Xx 


Un acto jocoso de un funeral fingido con un ataúd con la 
leyenda “PRM” pintada, acompañado de algunos quejidos 
lastimeros, precedió a la matanza. Aproximadamente a las 9 de la 
noche, los rifles empezaron a disparar. 

Según el informe de los ministros de la SCJN Roque 
Estrada y Carlos L. Ángeles, comisionados a investigar el caso, 
se recogieron 23 cadáveres de la plaza principal, y en el hospital 
civil habían 27. Los propios ministros no encontraron impactos 


31 Serrano Álvarez, Pablo: La batalla del... p. 727. 
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de bala en el edificio de la presidencia municipal, pero sí en 
árboles y pilares de los edificios aledaños. Lo que encontraron en 
el edificio de gobierno fueron algunos vidrios rotos. 

Incluso los ministros creyeron plausible la hipótesis de 
que el número de víctimas era aún mayor, en virtud de que días 
después de lo ocurrido había muchas personas preguntando por 
familiares desaparecidos. 

La mayoría de los atendidos tenía disparos en la espalda, y 
sólo algunos en la cabeza y piernas.*” 

Hidalgo, conociendo su antiguo oficio de periodista, ofreció 
una versión diversa de los hechos, consistente en que el ejército 
había sido provocado por los insultos de la población, y que 
habían disparado desde el portal Guerrero. Además, argumentó 
que los hermanos Trueba Olivares habían estado incitando a la 
población a través de los mítines realizados durante la campaña 
electoral, acusando en particular a Alfonso Trueba de incitar el 
asalto del palacio municipal el día primero de enero, huyendo 
cuando las autoridades lo perseguían. Además, argumentó que 
algunos líderes de la UCL, que estaban en el casino, fueron 
atrapados con cartuchos de arma en el bolsillo. 

Los anteriores argumentos los recopiló y publicó en un libro 
titulado Guanajuato ante la conciencia de la Nación, editado por 
los talleres gráficos del Estado, y según Luis Miguel Rionda, le 
sirvieron para redimirse ante sus colegas periodistas.-* 


32 González Oropeza, Manuel: Las resoluciones judiciales que han forjado a México. 
La constitución política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917. Suprema Corte 
de Justicia de la Nación. 2010. México. ISBN: 978-607-468-213-7. pp. 168-170 


33 Rionda, Luis Miguel: Aniversario incómodo en León, en La quincena. Revista 
mensual. Ed. La quincena. Enero 2013. Monterrey, Nuevo León, México. p. 31. 
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Pablo Cano Martínez, en el informe que rindió, comentó que 
los reunidos en la plaza de la constitución estuvieron apedreando 
el palacio municipal, casas particulares y  vandalizando 
automóviles, y en la noche, se lanzaron contra los soldados 
portando armas de fuego largas y cortas, y las fuerzas armadas se 
limitaron a repeler el ataque. 

El general Bonifacio Salinas Leal atribuyó los ataques que 
relata Cano Martínez a que los sinarquistas habían aprovechado 
la campaña de Obregón para caldear los ánimos, insultando 
a las personas del presidente y de los militares, sosteniendo la 
legalidad del actuar de los soldados.-* 


XI 


La prensa hizo eco de la tragedia. El rotativo El informador 
de Guadalajara publicó en su primera plana del jueves 3 de enero: 
El pueblo de León, ametrallado anoche en la plaza pública. 
Dentro de la nota, reseñaba los hechos de la matanza, así como su 
motivo.** 

La secuela siguió en los días siguientes: El mismo diario 
informaba en su edición del 4 de enero que la cruz roja leonesa 
había informado que la cantidad de muertos había ascendido 
a 400. De la misma forma, consignaba que había mucha gente 
desaparecida.** El 5 de enero, se hizo eco de las declaraciones 


34 González Oropeza, Manuel: Las resoluciones judiciales... pp. 182-185 


35 El informador: Edición del jueves tres de enero de 1946. Recurso digital disponible 
en https://hndm.iib.unam.mx/consulta/publicacion/visualizar/558a35657d1ed64f16b- 
628d3?intPagina=18tipo=paginaglanio=19468mes=018dia=038butlr=lr consultado 
el 16 de enero de 2024. 


36 El informador: Edición del viernes cuatro de enero de 1946. Recurso digital disponible 
en https: //hndm.iib.unam.mx/consulta/publicacion/visualizar/558a35657d1ed64f- 
16b62a4e?intPagina=18tipo=paginaglanio=19468mes=018dia=048.butlr=Ir consul- 
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del senador Fernando Amilpa, acusando al PAN y a la UNS de 
haber causado la matanza. Mientras, la confederación de jóvenes 
mexicanos aplaudió el actuar del ejército: “(...) Saludamos a 
los héroes miembros del Ejército Nacional que supieron poner 
en alto la bandera de la democracia. Viva el Ejército Nacional. 
Muera el sinarquismo (...).”” 

Así, hubo protestas de la llamada colonia leonesa en la 
ciudad de México, así como un manifiesto publicado en la 
prensa, firmado por ilustres leoneses radicados en la capital, 
pronunciamientos de Fidel Velázquez y Vicente Lombardo 
Toledano aplaudiendo la actuación del ejército,*? y hasta de la 
Unión Soviética, diciendo que la matanza fue provocada por 
fascistas.” 

Hubo muestras de duelo y paro de las actividades 
comerciales tanto en León como en el resto del país, convocadas 
por las cámaras de comercio y empresariales,* incluso hasta las 
grandes personalidades del mundo artístico como Jorge Negrete 
o Mario Moreno Cantinflas se dieron cita en León para reunir 


tado el 16 de enero de 2024. 


37 El informador: Edición del sábado cinco de enero de 1946. Recurso digital disponible 
en https://hndm.iib.unam.mx/consulta/publicacion/visualizar/558235657d1ed64f16b- 
62c32?intPagina=38tipo=paginagéanio=19468mes=018dia=058butlr=lr consultado 
el 16 de enero de 2024. 


38 Rodríguez Martínez Héctor Hesiquio: Los mártires de... passim. 


39 El informador: Edición del martes ocho de enero de 1946. Recurso 
digital disponible en https://hndm.iib.unam.mx/consulta/publicacion/ 
visualizar/558a35667d1ed64f16b6336b?anio=19468mes=01 8.dia=088tipo=pagina 
consultado el 16 de enero de 2024. 


40 Karszembaum Grubois, Adriana: La tradición social católica... p. 61. 
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recursos para los familiares de los fallecidos en la ahora llamada 
plaza de los mártires del 2 de enero, pronunciando discursos en 
pro de los fallecidos, y del respeto a la voluntad popular.*! 


XII 


Ernesto Hidalgo fue defenestrado de la gubernatura, 
asumiendo el puesto el ministro Nicéforo Guerrero. El gobierno 
de León quedó a cargo de la junta de administración civil 
encabezada por Jesús Pérez Bravo. 

Mientras tanto, la SCJN, impulsada por Hilario Medina, 
después de hechas las investigaciones por los ministros Estrada y 
Ángeles, falló lo siguiente en lo fundamental: 

1. Sin provocación alguna, las tropas abrieron fuego contra 
la población. 

2. Los partidarios de la UCL fueron golpeados por el ejército 
el 1” de enero. 

3. Los dirigentes de la UCL no excitaron al pueblo, y 
ayudaron al Dr. Ignacio Quiroz a salir con bien del despacho 
municipal. 

4, Que Carlos A. Obregón había ganado las elecciones. 

La conclusión fue que se había violado el voto, y que se 
habían cometido delitos del orden federal. 

A similares conclusiones llegó el informe presentado por el 
senador Joaquín Hernández Chavarría al congreso de la Unión, 
resultando además que quienes integraban la UCL no sólo fueron 
reaccionarios, sino que también personas progresistas y liberales. 


41 Alegre Vega, Luis: La victoria de los ciudadanos después del dos de enero de 1946, 
en Crónicas leonesas, segunda época. Enero-marzo 2022. No. 1. H. Ayuntamiento 
de León, Guanajuato. p. 24. 
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Al fin, el 19 de febrero de 1946, Carlos A. Obregón, tomó 
protesta como presidente municipal de León.” 


XII 


Ernesto Hidalgo fue nombrado como enviado extraordinario 
y ministro plenipotenciario en Polonia el 26 de abril de 1949, 
presentando credenciales el 4 de mayo, para posteriormente 
finalizar su misión en el país eslavo el 1% de agosto de 1952. 
Murió en el Distrito Federal en 1955.*% 

Carlos A. Obregón concluyó su mandato, enfermando 
aparentemente de depresión, y murió poco después. 

El Dr. Ignacio Quiroz venía de regreso de Guanajuato 
cuando se enteró de la matanza a la altura de Silao. Se fue a la 
ciudad de México, pasando a fijar su residencia en Querétaro. 
Nunca regresó a León.* 

Los coroneles Emilio Olvera Barrón y Pablo Cano Martínez 
fueron enjuiciados militarmente. Sólo Cano Martínez fue 
sentenciado a nueve meses de prisión por el delito de infracción 
de deberes militares, los cuales ya habían sido compurgados, en 
virtud de que estaba en prisión preventiva desde el 26 de enero, 
y la sentencia se pronunció en noviembre. Olvera Barrón fue 
declarado inocente.* 


42 Trueba, Alfonso: La batalla de... pp. 66-68. 


43 Secretaría de relaciones exteriores: Acervo histórico diplomático. Polonia. Recurso 
digital disponible en https://portales.sre.gob.mx/acervo/acervo/35-acervo-historico- 
diplomatico/180-polonia-embajadas consultado el 16 de enero de 2024 


44 Anda Páez, Alfredo: 2 de enero. Lección de cultura cívica, en Cuadernos de 
comunicación. Enero 1998. No. 2. Presidencia Municipal de León. León, Guanajuato, 
México. p. 32 


45 Rodríguez Martínez Héctor Hesiquio: Los mártires de... p. 104 
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Posteriormente, se sabe que el mismo Pablo Cano Martínez 
fue ascendido al grado de general brigadier el 4 de noviembre de 
1952, mientras que Emilio Olvera hizo lo propio en el rango de 
coronel de caballería el 8 de noviembre de 1949.* 

La UCL terminó dividiéndose, y muchos de sus integrantes, 
uniéndose al PRI. 

Las tumbas de los que fallecieron, ahora están en el olvido. 


46 González Oropeza, Manuel: Las facultades exclusivas del senado de la República. 
Senado de la República. Editora Laguna. 2008. México. ISBN: 978-607-7679-00-4. 


passim. 
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Veis Lia LA AROS TOS DA 

Víctima de los hechos. 

Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 
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Militares investigando en la escena 
de los hechos 
Fotografía: Archivo Histórico 
Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava 


Luna > de 


13 
44 
4 
18 
' 
£ 


Los ataúdes saliendo de la misa de cuerpo presente llevada a cabo en la 
Parroquia. 
Fotografía: Archivo Histórico Municipal de León 
Reprografía: Emilia del Carmen Nava Luna 


En la siguiente página: Corrido de la matanza del dos de enero. 
Diseño: Rafael Rosado Cabrera, basado en una hoja de José 
Guadalupe Posada. 
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Voy a quitarme el sombrero 
para empezar a cantar 


lo que pasó el dos de enero... 


¡mi me quisiera acordar! 


Oiga toda la Nación 

-cómo, a unos hombres cabales, 
asesinaron en León 

los soldados federales. 


A las nueve de la noche, 


¡qué hora tan señalada!, 


empezó la balacera 
contra la gente agrupada 


¿Y cuál fue el crimen, señores, , 


de los hombres balaceados?, 
pedían una sola cosa: 


Gobierno de hombres honrados 


Yo vi correr mucha sangre 
en tan terrible desgracia; 
¡Qué caro cuesta a los pueblos 
conquistar la democracia! 


des Yo: regunto respetuoso: 


¿si la misión del soldado 
es asesinar al pueblo 
cuando ya desarmado? 


Ya no quiero recordar 
tan horrenda matazón 
que nomás de recordarla 
se me parte el corazón. 


¡Qué noche tan espantosa! 
los perros tristes aullaban 
y en el cielo los luceros 
parecía que hasta lloraban 


¡Oh, mi gran pueblo de León, 
pueblo valiente y honrado, 
contigo en mi corazón, 
tus desgracias he llorado. 


Por tu valor y tu nombre 
.eres un León de verdad: 

con tu sangre conquistaste 
tu honor y tu libertad. 


Una Voz que Clama 


